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 El presente estudio desarrollado trata esencialmente sobre las acciones 
estratégicas para enfrentar la inseguridad ciudadana en la provincia de San 
Román, situación que se presenta a nivel del país, prueba de ello son las 
informaciones que a diario se describen por los diferentes medios de 
comunicación.  
Tiene como objetivo, determinar las acciones estratégicas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana en la provincia de San Román; esta situación se realizan en 
el marco de los esfuerzos de la reforma del gobierno local y desconcentración de 
la gestión pública, siendo estos últimos los espacios referenciales básicos del 
desarrollo local, que tiene como factor de efectividad determinante en la 
participación ciudadana.  
Para el efecto se aplicaron instrumentos de recolección de datos como el 
cuestionario y la entrevista respectivamente, a fin de percibir la opinión de los 
ciudadanos, personas naturales, expertos entendidos en la problemática, 
específicamente del gobierno local y el tema de seguridad ciudadana, durante el 
periodo 2015. 
Al analizar y medir las variables se  ha establecido que existen muchas 
deficiencias en cuanto a la información relacionada con el enfoque 
intergubernamental,  básicamente en la inseguridad que se observa en la sociedad 
por parte de  los gobiernos regionales, locales y qué decir de los recursos 
económicos, tecnológicos y logísticos. A más de ello el compromiso de 
organismos, ya sea de carácter público de los privados. 
El procesamiento estadístico se ha desarrollado mediante el análisis e 
interpretación de la información, utilizando para el caso la estadística descriptiva e 
inferencial, cuyos resultados se presentan a través de cuadros y gráficos 
estadísticos, contrastándose estos resultados con la prueba de hipótesis.  
 
A inicios del 2003 se promulgó la Ley Nº 27933 que creó el Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC), en la que se estableció las bases 
legales para la coordinación de los principales sectores gubernamentales que 
tienen que ver con la solución de este problema: los gobiernos locales, provinciales 
o regionales, según sea el caso, con la Policía Nacional, Educación, Salud, Poder 
judicial, Ministerio Público, representantes de la Sociedad Civil, entre otros. De 
esta manera, se normado la creación de los comités regionales, provinciales y 
distritales de seguridad ciudadana a nivel nacional. Un avance importante de esta 
ley es el reconocimiento del rol de los gobiernos locales en la formulación y 
conducción de políticas públicas en materia de seguridad ciudadana. 
 
En el presente estudio se concluye que, las acciones estratégicas 
aplicadas son efectivas para enfrentar la inseguridad ciudadana en la provincia de 
San Román. El enfoque de seguridad ciudadana busca fomentar y fortalecer la 
relación ciudadano – Estado en el trabajo conjunto, en alternativas que promuevan 
y protejan los derechos fundamentales de la personas. Por ello, la Sociedad Civil 
(ONG, organizaciones sociales de base, y otros.) cumplen un rol central en el 
proceso de formulación de una política pública local de seguridad ciudadana. 
 






  The present developed research treats on the strategic actions 
essentially to tackle citizenship insecurity, in the province of San Roman, situation 
that occurs at the country level, the proof is the information that daily described 
by different mass media. 
It aims to determine the strategic actions to tackle citizenship insecurity in 
the province of San Roman; This situation is conducted in the framework of the 
efforts of the local government reform and deconcentration of public 
management, the latter being the basic referential spaces of local development, 
whose effectiveness determining in the factor citizen participation. 
For this purpose data collection instruments such as questionnaire and 
interview are respectively applied, in order to receive the views of citizens, 
natural people, experts knowledgeable in the issues, specifically local 
government and citizen security, apply during the period 2015. 
To analyze and measure the variables it has been established that there 
are many deficiencies in the information related to the intergovernmental 
approach, basically in the uncertainty prevailing in society by regional and local 
governments and that to say of the economic, technological and logistic 
resources. More than this, the commitment of organisms, is public character of 
the private ones. 
The statistical processing has been developed through the analysis and 
interpretation of information, using the case descriptive and inferential statistics, 
the results are presented through statistical graphs and charts, by contrasting 
these results with the test of hypothesis. 
To beginnings of 2003, it has promulgated the Law N º 27933 that it 
created the National System of citizenship security (NASCISE), in which the legal 
bases were established for the coordination of the principal governmental 
sectors that they have to see with the solution of this problem: the local, 
provincial or regional governments, as the case with the National Police, 
Education, Health, Judiciary, Public Ministry, representatives of civil society, 
among others. So it has formed the creation of regional, provincial and district 
security committees nationwide citizenship. A major advance of this law is the 
recognition of the role of local governments in the formulation and conduction of 
public policies on citizen security. 
In the present research, we conclude that the strategic actions 
implemented are effective in tackle citizenship insecurity in the province of San 
Roman. The citizen security approach seeks to promote and strengthen the 
relationship citizen - state working together in alternatives that promote and 
protect the fundamental rights of the people. Therefore, civil society (NGOs, 
grassroots organizations, and others.) Play a central role in the formulation of a 
local public policy on citizen security. 






La seguridad ciudadana ha sido y es una de las principales demandas de la 
población peruana, los desafíos son múltiples y complejos; la inseguridad, la 
violencia y el delito requieren un tratamiento integral y holístico, de procesos de 
corto, mediano y largo plazo. 
De acuerdo al ranking de victimización realizado por ENAPRES, los que 
encabezan son las regiones de Cusco (45.5%), Puno (42.0%), Apurimac 
(41.4%) y Tacna (41.2%), donde exige tomar medidas oportunas y eficaces. 
Nuestra investigación trata sobre el tema cómo enfrentar la inseguridad 
ciudadana en la provincia de San Román, a través de acciones estratégicas; 
debiendo tomarse decisiones políticas, desde el gobierno local, con la 
participación de los actores principales y demás protagonistas. 
La provincia de San Román, específicamente Juliaca, siendo una ciudad 
altamente comercial, con un alto movimiento económico  y actualmente ocupa 
el séptimo lugar a nivel nacional después de Lima, Trujillo, Arequipa entre 
otras, y se estima para el año 2020 que se convierta en la cuarta ciudad 
económica del país, llegando a convertirse en una de las metrópolis más 
inseguras del país. 
Mediante este trabajo de investigación se plantea el objetivo de 
determinar las acciones estratégicas, realizar el enfoque intergubernamental de 
cada uno de los tres niveles de gobierno, señalar los recursos que se requieren 
para enfrentar la inseguridad ciudadana, entre otros. 






En el  primer capítulo se aborda el problema. Comprende el análisis de 
la situación problemática, planteamiento del problema, la formulación del 
problema; se ha caracterizado a través de interrogantes de forma general y 
problemas específicos; los objetivos de la investigación ya sean general y 
específicos que orientaron el presente estudio o investigación.  
En el segundo capítulo se desarrolla el marco teórico referencial. En él 
se considera los antecedentes referidas  a la investigación, las  bases teóricas 
que dieron sustento doctrinario, marco conceptual, las hipótesis y la 
operacionalización de variables. 
En el tercer capítulo se señala la metodología de la investigación. 
Comprende  el diseño de investigación, población, muestra. Se connotan las 
técnicas,  también los diferentes instrumentos de recolección de datos para la 
presente  investigación. 
En el cuarto capítulo se presenta los resultados y discusiones. Se ilustra 
la presentación y análisis de resultados, a través de cuadros estadísticos y 
gráficos. El análisis e interpretación y la prueba de hipótesis. 
Finalmente, se insertan las conclusiones, sugerencias; igualmente se 
consideran las referencias bibliográficas y los anexos que evidenciaron el 














1.1 EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
La inseguridad ciudadana, es un problema prioritario que afecta 
gravemente a la población de la provincia de San Román, y nunca se ha 
tomado acciones estratégicas, eficaces y responsables para enfrentar 
este flagelo. 
Uno de los grandes problemas para alcanzar la seguridad 
ciudadana es la carencia de liderazgo por parte de los decisores 
políticos y no hay un enfoque intergubernamental de los tres niveles de 
gobierno – local, regional y nacional; asimismo, no se cuenta con un 
sistema integrado de gestión de la información respecto de los actos 
ilícitos. 
Se requiere diseñar una política pública de seguridad ciudadana 
con vigencia, a corto, mediano y largo plazo; para ello es imprescindible 






recursos humanos, que a la fecha se carece de la mayoría de los puntos 
mencionados. 
En esta nuestra provincia no hay una organización sólida de las 
entidades públicas y privadas, así como de la sociedad en su conjunto 
para enfrentar la inseguridad ciudadana y siendo necesaria las acciones 
estratégicas realizadas con la participación de los diversos actores y que 
la seguridad ciudadana sea aceptado como una responsabilidad 
compartida. 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El desarrollo de la presente investigación responde a las siguientes 
interrogantes: 
 
1.2.1. Problema general 
¿Cuáles son las acciones estratégicas para enfrentar la inseguridad 
ciudadana en la provincia de San Román? 
 
1.2.2. Problemas específicos 
¿Cómo debe ser el enfoque intergubernamental de los tres niveles de 
gobierno? 
¿Cuáles son los recursos que se requieren para enfrentar la inseguridad 
ciudadana? 
¿De qué manera debe ser el compromiso de los organismos y de la 





¿Quiénes deben constituir los actores principales para enfrentar la 
inseguridad ciudadana? 
¿A quiénes se considera como los demás actores para enfrentar la 
inseguridad ciudadana? 
 
1.3 JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación es relevante porque es impostergable la 
necesidad de buscar acciones estratégicas para enfrentar la inseguridad 
ciudadana. 
Es imprescindible el liderazgo por parte de los decisores políticos 
para alcanzar la seguridad ciudadana, con un enfoque 
intergubernamental de los tres niveles de gobierno – local, regional y 
nacional; asimismo, con un sistema integrado de gestión de la 
información respecto a los actos ilícitos. 
Se requiere diseñar una política pública de seguridad ciudadana 
con vigencia a corto, mediano y largo plazo; para ello es necesario los 
recursos, tanto los  económicos, logísticos y tecnológicos, como los 
humanos. 
En esta nuestra provincia no hay una organización sólida de las 
entidades públicas y privadas, así como de la sociedad en su conjunto 
para enfrentar la inseguridad ciudadana y para ello siendo necesaria las 
acciones estratégicas realizadas con la participación de los diversos 








Para el logro de propósitos del presente estudio se consideraron los 
siguientes objetivos: 
1.4.1. Objetivo general 
Determinar las acciones estratégicas para enfrentar la inseguridad 
ciudadana en la provincia de San Román. 
1.4.2. Objetivos específicos 
- Describir el enfoque intergubernamental de cada uno de los tres 
niveles de gobierno. 
- Señalar los recursos que se requieren para enfrentar la inseguridad 
ciudadana. 
- Describir el compromiso de los organismos y de la sociedad en su 
conjunto. 
- Identificar los actores principales para enfrentar la inseguridad 
ciudadana. 

















MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
Referente internacional 
Existen muchos antecedentes internacionales sobre la seguridad 
ciudadana, pero para efectos metodológicos y teniendo en cuenta la 
duración del presente ciclo, hemos querido tomar como referente histórico 
a un país vecino  Argentina. 
A comienzos de la década de 1990, la sociedad chilena enfrentó un 
alza inesperada en la delincuencia, la que se manifestó tanto en la 
cantidad de ilícitos cometidos como en la violencia asociada a ellos. El 
país no estaba preparado técnica ni institucionalmente para ese 
fenómeno. Tampoco existía suficiente información pública e investigación 





En ese contexto, el 2 de abril de 1992 se crea la Fundación Paz 
Ciudadana, institución de derecho privado, sin fines de lucro y no 
partidista, que tiene como objetivo contribuir a la disminución de la 
delincuencia a través de la colaboración técnica para la formulación de 
políticas y del desarrollo, y transferencia de herramientas de trabajo. 
Desde entonces, la institución cuenta con la colaboración de 
representantes del sector empresarial, de los medios de comunicación, y 
del mundo político y académico del país. 
Su trabajo se ha desarrollado en tres grandes áreas de acción que 
se mantienen vigentes: 
a) Investigación: Análisis de estadísticas delictuales, estudios sobre 
 las actitudes de la población frente a la delincuencia, investigación 
de las  causas de las conductas delictivas, análisis comparado de 
temas  relacionados, elaboración de propuestas que contribuyan a 
la  disminución de la delincuencia. 
b) Discusión: Realización de foros, encuentros, talleres, seminarios y 
 mesas redondas con especialistas de distintas disciplinas para 
contribuir  en el debate y la reflexión sobre problemas relacionados 
con la  seguridad ciudadana y la formulación de propuestas. 
c) Difusión: elaboración y comunicación de material basado en 
investigaciones, encuestas y campañas masivas. 
 
Antecedentes históricos de la seguridad ciudadana en el Perú 





distrito de San Isidro, se organizó y puso en funcionamiento 
el servicio de Serenazgo, patrocinado por el Dr. Carlos Neuhaus Rizo 
Patrón, Alcalde del mencionado distrito, con el propósito de combatir 
la prostitución, el homosexualismo y la drogadicción, así como apoyar a 
la Policía Nacional en su función de prevención, orientando su esfuerzo 
a dar tranquilidad y bienestar al vecino de San Isidro. 
Ante tal problemática, los legisladores en el año 1993 
consideraron de vital importancia consignar en la Carta Magna, 
dispositivos específicos sobre la Defensa Nacional, el Orden Interno y la 
Seguridad Ciudadana. 
De la revisión exhaustiva  existente en torno a lo que significa seguridad 
ciudadana y acciones estratégicas se encontraron estudios 
desarrollados. 
 Según la Organización de las Naciones Unidas, el desarrollo 
humano es un proceso de expansión de las libertades efectivamente 
disfrutadas por las personas. El proceso no resulta, en modo alguno, 
inevitable. Por el contrario, está plagado de amenazas. Precisamente 
por ello, el desarrollo humano debe estar indisolublemente ligado a la 
seguridad humana, que tiene como propósito proteger al individuo frente 
a amenazas de distinta naturaleza: desastres naturales, criminalidad, 
enfermedades y epidemias, hambre, pobreza extrema, dictaduras y 
totalitarismo.2 La seguridad ciudadana es solo uno de varios 
componentes de la seguridad humana, aquel responsable de enfrentar 





Tiene dos acepciones. 
 La primera la define como la condición —objetiva y subjetiva— de 
encontrarse el individuo libre de violencia o amenaza de violencia, o 
despojo intencional por parte de otros. El concepto de violencia denota el 
uso o amenaza de uso de la fuerza física o psicológica con el fin de 
causar daño o doblegar la voluntad. La noción de despojo remite al acto 
de privar ilegítimamente de su patrimonio a una persona física o jurídica. 
  Aunque esta definición parecería restrictiva, en realidad incluye a 
todos los delitos contra las personas, como el homicidio, la agresión, la 
violación, el secuestro y la trata de personas, así como los delitos contra 
el patrimonio, tanto privado (robo, hurto y estafa) como público (soborno 
y cohecho). Incluye, además, modalidades delictivas propias del crimen 
organizado, como el narcotráfico, el tráfico de armas, el lavado de 
activos o el comercio de bienes ilegales, que ―están muy estrechamente 
relacionados con la violencia y el despojo, aunque no dañen 
directamente a las personas o a su patrimonio‖. La segunda acepción es 
la acción destinada a proteger a los ciudadanos frente a los hechos de 
violencia o despojo, lo que se persigue con una política pública, 
entendida como los lineamientos o cursos de acción que definen las 
autoridades estatales.  
 Esto constituye una obligación positiva del Estado derivada de sus 
compromisos internacionales para  garantizar los derechos 
fundamentales. 





elementos que los países deben considerar en la implementación de sus 
políticas de seguridad ciudadana. Uno, que la protección de los 
ciudadanos debe darse en el marco de la Constitución y las leyes. Dos, 
que no debe limitarse exclusivamente a la lucha contra la delincuencia, 
sino en crear un ambiente propicio y adecuado para la convivencia 
pacífica de las personas. Tres, que sobrepasa la acción policial y, por 
tanto, demanda la participación coordinada de todas las instituciones 
públicas y privadas. Cuatro, que la Policía, como uno de los actores 
fundamentales, debe definir un nuevo perfil, orientado a la comunidad 
antes que hacia el Estado. Cinco, que debe ponerse mayor énfasis en el 
desarrollo de acciones preventivas. 6 Dicho esto, cabe precisar que, 
desde una perspectiva de derechos humanos, el concepto de seguridad 
ciudadana es el más adecuado para el tratamiento de los problemas de 
criminalidad y violencia, en lugar de los conceptos de seguridad pública, 
seguridad interior u orden público, por cuanto tiene un enfoque centrado 
en la construcción de mayores niveles de ciudadanía democrática, con la 
persona humana y los grupos sociales como objetivo central de las 
políticas, a diferencia de la seguridad del Estado o el de determinado 
orden político.7 Carrión agrega que la seguridad ciudadana se diferencia 
de la pública, en tanto estas últimas se constituyen desde una 
concepción Estado-céntrica y la primera desde una ciudadana.8En los 
últimos años el concepto de convivencia social ha sido ligado al de 
seguridad ciudadana, en la medida que está referido a la promoción de 





respeto a la ley, a los demás y a unas normas básicas de 
comportamiento.9En este contexto, la Ley 27933 que crea el Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana considera que la seguridad ciudadana 
es la acción integrada que desarrolla el Estado, con la colaboración de la 
ciudadanía, para asegurar la convivencia pacífica, la erradicación de la 
violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios públicos, así 
como contribuir a la prevención de la comisión de delitos y faltas.  
 Con mayor detalle, su reglamento aprobado mediante Decreto 
Supremo 012-2003-IN, precisa que su orientación final es la protección 
del libre ejercicio de los derechos y libertades, así como garantizar la 
seguridad, la paz, la tranquilidad y el cumplimiento y respeto de las 
garantías individuales y sociales a nivel nacional. 
 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Seguridad ciudadana  
Las políticas públicas son procesos en la toma de decisiones y acciones 
del Estado en sus diversos niveles; decisiones y acciones que forman 
parte de programas o proyectos y que buscan mejorar una realidad 
social siempre cambiante. Las políticas públicas son una manera de 
desarrollar las tareas de gobierno en democracia. Como sostiene Alza, 
las políticas públicas no son ―las leyes, ni los planes, ni las directivas, ni 
las actas de acuerdos, ni los presupuestos. Estos son solo instrumentos 
en los que se expresan las políticas públicas.‖1 
                                                          
1
 Alza, Carlos. Conflictividad en el Perú. Una lectura desde las políticas públicas. En Aula 






Son un proceso complejo que varía de un lugar a otro, que varía 
en el tiempo y de acuerdo a las fuerzas o instituciones participantes y el 
entorno democrático o autoritario de la realidad social y política en la que 
tienen lugar.  
En gran parte de América Latina, el retorno a la democracia ha 
supuesto nuevos retos para enfrentar los problemas de desarrollo 
nacional en un contexto radicalmente diferente a lo propuesto durante 
los gobiernos militares, de la década de 1970. En esa época tenía 
vigencia la doctrina de Seguridad Nacional, que establecía como objetivo 
enfrentar la inseguridad interna y combatir a los enemigos al régimen, en 
el contexto de la guerra fría y polarización mundial, en donde una de las 
principales características era el poco respeto a los derechos humanos.  
En la década de 1980 se retomó el sistema democrático como 
forma de gobierno generalizado en esta parte del continente, surgiendo 
la noción de seguridad ciudadana como una manera para enfrentar la 
inseguridad pública y que era contrario a la noción seguridad nacional, 
entendida como la forma en que las fuerzas armadas y policiales 
ejercían un rol tutelar del Estado en cada uno de nuestros países. En el 
Perú luego de más de 15 años, el proceso democrático fue interrumpido 
en 1992 con el autogolpe del presidente Alberto Fujimori. Ello implicó, el 
retorno a concepciones más autoritarias en el manejo del aparato 
estatal, entre ellas, la seguridad ciudadana.  
El enfoque de seguridad ciudadana busca fomentar y fortalecer la 





promuevan y protejan los derechos fundamentales de las personas.
 Por ello, la sociedad civil (ONG, organizaciones sociales de base, y 
otros.) cumple un rol central en el proceso de formulación de una política 
pública local de seguridad ciudadana. Así se relata en la experiencia 
sistematizada del comité distrital de seguridad ciudadana de la provincia 
de San Román Juliaca. 
La seguridad ciudadana tiene dos acepciones:  
- La primera, es la condición de encontrarse la persona humana libre 
de violencia o amenaza de abuso de fuerza o despojo intencional de 
su patrimonio, por parte de otros. 
 
- La segunda, es la acción del Estado destinada a proteger a los 
ciudadanos de los actos de violencia o amenaza de violencia o 
despojo de su patrimonio. Este constituye una obligación del Estado, 
para garantizar los derechos fundamentales de la persona humana. 
 
Según el artículo 1º de la Constitución Política del Estado de 1993, 
―La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin 
supremo de sociedad y del Estado‖. El artículo 2º, inciso 24, acápite ―h‖, 
señala que ―Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, 
ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes‖. 
- La violencia moral, es aquella que se ejerce sobre la parte espiritual 
de la persona: sus valores, sus convicciones, sus creencias religiosas, 
etc. Este tipo de violencia trata de desmoralizar a la persona, 






- La violencia psíquica, es la que se ejercita sobre las funciones 
psicológicas de la persona, quitándole capacidad de discernimiento. 
Es violencia psicológica la amenaza para ocasionar sufrimiento, 
impedirle dormir y descansar adecuadamente, y otros. 
- La violencia física, es el daño concreto al cuerpo de la persona 
humana, que se puede materializar en golpes, heridas, agresión 
sexual o cualquier otra agresión. 
- La tortura, es el maltrato sistemático, organizado y ejecutado 
intencional y premeditadamente para ocasionar sufrimiento. Se debe 
anotar dos diferencias entre la simple violencia y la tortura. La primera 
es aislada y eventual – aunque a la vez sea intencional, en tanto que 
la segunda es premeditada y organizada, no sólo para causar daño, 
sino también hacer sufrir. También se puede decir que la tortura, es 
todo acto por el cual un funcionario público u otra persona a 
instigación suya, infrinja intencionalmente a una persona penas o 
sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener 
de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por 
un acto que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o de 
intimidar a esa persona o a otras. 
- Trato inhumano, es dar a la persona condiciones de vida contrarias a 
sus derechos elementales. 
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- Trato humillante, es el trato degradante a la persona humana, tal es el 
caso de presentarlo públicamente en atuendo indecente o 
vergonzoso. 
 
2.2.1.1. Enfoques de seguridad ciudadana  
La situación de inseguridad que se vive en una comunidad, como se da 
en la ciudad de Juliaca, es una situación que afecta la vida cotidiana de 
las personas. Éstas, que desarrollan actividades económicas, sociales, 
culturales y de toda índole, diariamente enfrentan un problema concreto 
que deben resolver o que resuelven con medidas personales o 
comunitarias: desde el reforzamiento de medidas de seguridad en las 
viviendas hasta la restricción del libre tránsito en todo un sector de 
viviendas. Las personas y las familias dan respuestas a los problemas 
concretos que viven todos los días.  
En el Perú, como en otras partes de Latinoamérica, se dio un 
proceso que rebasó la competencia del Estado, que ante el incremento 
de la delincuencia en los barrios, por una parte y ante la inoperancia de 
la Policía Nacional, por otra parte, forzó al enrejado de casas y calles, a 
la contratación de vigilantes particulares por calles, a la organización 
para la autodefensa, y otros. Frente a esta realidad surge la noción de 
seguridad ciudadana como concepto. 
En 1995, al finalizar sus respectivas guerras civiles, los países de 
Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá 
firman el Tratado Marco de Seguridad Democrática. Aquí se estableció 





sus instituciones; en la existencia de gobiernos elegidos en sufragio 
universal y el irrestricto respeto por los derechos más importantes de los 
ciudadanos‖3 
El objetivo de la seguridad ciudadana es ―La convivencia y la 
tolerancia en las relaciones interpersonales, siendo el Estado, en este 
caso, el garante del respeto al derecho y al deber de las personas (…), 
la seguridad ciudadana no es exclusivamente una respuesta al 
incremento de la violencia sino, un cambio estructural en la relación de la 
población con el Estado‖4 
Es decir, se trata de reforzar las conductas democráticas, de 
construir una institucionalidad en el que el ciudadano sea el principal 
objetivo del accionar del Estado, que provee los servicios básicos para el 
desarrollo del país.  Para Ximena Tocornal, ―La seguridad ciudadana no 
es sólo la relativa ausencia de delitos, sino un círculo virtuoso donde un 
estado de convivencia respetuosa entre los habitantes, genera un 
sentimiento de seguridad que aumenta las posibilidades de que sea la 
comunidad quien se movilice en pro de mejorar su seguridad. Sin 
embargo, un único evento violento puede echar por tierra el trabajo de 
años. En este sentido, la seguridad es una situación de equilibrio muy 
precario, donde la pobreza puede potenciar aún más el nivel de 
inseguridad‖.                                  
Políticas y estrategias a nivel local, M Carlos Basombrío agrega 
que ―La seguridad ciudadana no es sólo una situación social, sino 
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también institucional, en la que las personas pueden gozar y ejercer 
integralmente sus libertades y derechos. Para lograr una situación donde 
predomine la seguridad ciudadana se requiere un conjunto de acciones 
institucionales y sociales como la prevención, conjuración e investigación 
de los delitos, las infracciones y los hechos vulnera torios del orden 
público‖5   
Por otra parte, Claudia Gómez desarrolla un concepto de 
seguridad ciudadana desde la noción de la seguridad humana y como un 
derecho humano. Manifiesta que la ONU construye el concepto de 
―seguridad humana‖ en el que ―la certidumbre en el empleo, el ingreso, 
la salud, la integridad personal entre otras, constituyen la seguridad 
integral deseada por todos los ciudadanos del mundo‖6  
Este concepto de seguridad humana entiende la seguridad de las 
personas como aquel estado que alcanza todo ser humano que tenga 
garantizada la seguridad física, económica, alimentaria, política y 
ambiental. Como se verá más adelante, es este concepto el que asumió 
en su trabajo el Proyecto del Instituto de Defensa Legal.  
En este sentido, las políticas públicas, los programas y las 
acciones que se desarrollen en relación con la seguridad ciudadana 
deben tener como humana, entendida ésta en términos de seguridad 
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integral y no adoptar un concepto de seguridad represivo, que se 
restrinja solamente al aumento de las penas y castigos.  
Por otra parte, al momento de elaborar políticas de seguridad 
ciudadana es importante diferenciar entre percepción y victimización. La 
percepción hace alusión a los sentimientos y emociones personales que 
están relacionadas con la inseguridad ciudadana (eventos que 
sucedieron en el entorno personal, noticias en los medios de 
comunicación, y otros.), en tanto que la victimización hace referencia a 
situaciones reales en las que se ha sido objeto de agresiones, asaltos o 
robos. Para Basombrío, ―Tanto la percepción de inseguridad como el 
nivel real de victimización deben ser tomados muy en serio al momento 
de elaborar políticas públicas en seguridad ciudadana‖7 
Un componente fundamental de las políticas y medidas de 
seguridad ciudadana es la prevención del delito. La prevención se define 
como un conjunto de mecanismos focalizados a nivel espacial, 
poblacional y temáticamente que buscan evitar la aparición y desarrollo 
de hechos que generen violencia‖8 
 
En materia de seguridad ciudadana, la prevención contempla el 
trabajo directo con los sujetos víctimas de agresiones y delitos (con 
acciones y resultados en el corto plazo), pero también con los 
potenciales agresores (con acciones y resultados en el mediano y largo 
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plazo). La Organización de las Naciones Unidas (ONU) entiende como 
prevención ―Toda acción orientada a evitar que el delito ocurra, 
promoviendo y fortaleciendo la seguridad no sólo a través del sistema 
formal de justicia criminal, sino también a través de la promoción e 
implementación de estrategias que involucran a los diferentes sistemas 
informales de prevención, como los colegios, instituciones religiosas y la 
ciudadanía en general‖ 
Como se ha dicho líneas arriba, la seguridad ciudadana se ha 
posicionado como un aspecto central de la agenda pública en la mayoría 
de países de América Latina. Sin embargo, el desarrollo de este 
concepto no se implementa desde los poderes políticos como políticas 
públicas que busque la reducción o eliminación de la inseguridad. ―Más 
bien las acciones gubernamentales y los discursos políticos aparecen 
dominados por el síndrome del temor y del corto plazo, con un 
predominio de soluciones que privilegian el uso de la fuerza y las 
restricciones de libertad como mecanismos aptos para delinear las 
soluciones‖.9  
En la Ley 27933, Ley de Seguridad Ciudadana, promulgada en 
febrero de 2003, se define a la seguridad ciudadana, como ―La acción 
integrada que desarrolla el Estado, en colaboración con la ciudadanía, 
destinada a asegurar su convivencia pacífica, la erradicación de la 
violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios públicos. Del 
mismo modo, contribuir a la prevención de la comisión de delitos y 
faltas‖. Esta forma de definir el concepto, denota en primer lugar, que 
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aunque se manifieste que se trata de ‗la acción integrada del Estado‘, la 
explicitación de las acciones se corresponden con el mandato de la 
institución policial, dándole un rol protagónico. En segundo lugar, se 
plantea la subordinación de la sociedad civil frente al Estado, el que 
tendría la obligación central de proporcionar la seguridad a la 
comunidad, sirviéndose de su ―colaboración‖ o ―contribución‖ para 
cumplir con este rol. Por ello, la Policía Nacional promueve la 
organización de la comunidad en juntas vecinales de seguridad 
ciudadana con una concepción tutelar de las mismas, refiriéndose a ellas 
como las ―juntas vecinales de la Policía‖.  
Esta Ley, que podría haber tenido una concepción acertada, en la 
medida en que buscaba formar coaliciones en el trabajo de los diferentes 
sectores del Estado y de éste con la sociedad civil, le asignaba un rol 
protagónico a los gobiernos locales, en los denominados comités 
distritales de seguridad ciudadana. Sin embargo, ni la Ley ni su 
Reglamento preveían la asignación de recursos financieros a las 
municipalidades, lo que implicaba una limitación en su implementación. 
 
2.2.1.2. Política pública y seguridad ciudadana  
¿De qué manera se toman las decisiones que permitirán una mejora en 
la seguridad ciudadana de la población, tanto a nivel nacional como a 
nivel local? Para responder a esta pregunta debemos hacer uso del 
concepto de políticas públicas. Concepto en el que no hay consenso 
entre los investigadores y estudiosos del tema. Por ejemplo, en el idioma 





anglosajones distinguen entre politics y policies, usando la primera 
expresión para referirse a la política entendida como construcción del 
consenso y lucha por el poder, mientras la segunda expresión hace 
referencia a las actividades gubernamentales más concretas en campos 
específicos del quehacer gubernamental en sus diferentes niveles. Por 
ello, algunos estudiosos utilizan el concepto de política pública como 
traducción del término policy.  
Entonces, cuando se trata de diseñar, implementar y evaluar 
acciones que busquen cambiar una realidad concreta, nos encontramos 
intuitivamente ante el concepto de políticas públicas. Por ello, las 
políticas públicas aparecen como procesos complejos que llevan a las 
autoridades y un conjunto de actores a la toma de decisiones, que están 
de acuerdo en que ―Existe un problema, que deben resolverlo de la 
mejor manera posible y con los instrumentos (recursos humanos, físicos, 
económicos y legislativos, entre otros) adecuados‖10 
Es esta definición la que se usará en la presente investigación; es 
decir, cuando se hable de políticas públicas locales de seguridad 
ciudadana se hará referencia al proceso de toma de decisiones y al 
conjunto de acciones organizadas, dirigidas a resolver los problemas de 
inseguridad ciudadana de una comunidad. Se trata de ―Transformar las 
condiciones de vida, modificar comportamientos, generar valores o 
actitudes que se correspondan con la ley, la moral, la cultura propios de 
una comunidad‖11 
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Liliana Manzano realizó un estudio comparado sobre la gestación 
de políticas públicas de seguridad ciudadana en los países de Brasil, 
Argentina, Perú y Chile. Al analizar el caso peruano, sostiene que el 
diseño de la política nacional en materia de seguridad ciudadana fue el 
resultado de un esfuerzo desarrollado desde el Poder Ejecutivo. Destaca 
la importancia de la intersectorialidad de la política nacional de nuestro 
país y la existencia de un marco legal que respalda dicha política y 
facilita la interlocución con los demás organismos del Estado e 
instituciones internacionales. 
La formulación y evaluación de políticas públicas es un campo de 
la Ciencia Política, relativamente nuevo. Tiene diferentes enfoques y 
teorías, siendo uno de ellos el incrementalismo, en donde Charles 
Lindblom es el principal inspirador de esta corriente. Éste se pregunta 
―¿cuál es la mejor manera de comprender la complejidad del proceso de 
elaboración de políticas públicas?‖12 
 
Para responder a esta pregunta, sugiere separar la elaboración 
de las políticas públicas en sus distintas fases y luego analizar cada una 
de ellas. ―Primero se estudia cómo aparecen los problemas y se recogen 
en la agenda de decisiones del gobierno sobre políticas públicas (Fase 
pre decisional), luego se estudia cómo la gente plantea los temas para la 
acción, cómo proceden los legisladores, cómo luego los funcionarios 
implementan las decisiones (Fase decisional) y finalmente, cómo se 
evalúan las políticas (Implementación / Evaluación)‖13 
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 Para el caso de la política nacional de seguridad ciudadana en el 
Perú, se puede afirmar que la fase pre decisional, donde se establece la 
agenda y se especifica las alternativas, comprende el periodo de 1997 al 
2002; la fase decisional se da en el 2002 – 2003, pues se implementa 
una política nacional de seguridad ciudadana y la implementación / 
evaluación en el periodo 2004 – a la actualidad. El diseño de la política 
nacional de seguridad ciudadana fue un esfuerzo iniciado desde el poder 
ejecutivo, que se coordinó luego con el Legislativo, como respuesta a las 
presiones políticas generadas en un contexto de incremento de la 
inseguridad ciudadana.  
La fase pre decisional de este proceso, desde nuestra 
perspectiva, se inició cuando la sociedad civil puso en la agenda pública 
la necesidad de afrontar la creciente inseguridad ciudadana, a través del 
incremento en las denuncias, protestas a través de sus líderes o en el 
parlamento. A su vez, la Policía Nacional del Perú (PNP) dio un giro en 
su enfoque de trabajo con la comunidad, tras haberse recluido en sus 
comisarías como fruto de los años de violencia interna, querían salir al 
encuentro del ciudadano (al menos ese era el discurso oficial). La 
doctrina que sustentaba ello es el de la Policía Comunitaria, que 
sostiene que el trabajo policial debe ser preventivo, con respeto de los 
derechos humanos y en coordinación con la comunidad. Esta doctrina 
busca la participación activa de los ciudadanos y ciudadanas en la 
prevención del delito. Por ello, a fines de los años noventa, la Policía 





Familia, que proponía la creación de oficinas de participación ciudadana 
(OPC) en cada una de las comisarías del país.  
En octubre de 2001, durante la primera gestión de Fernando 
Rospigliosi, se creó la Comisión Especial de Re-estructuración de la 
PNP (RS 0965-2001-IN) con la finalidad de mejorar sustantivamente los 
servicios policiales y acercar más al policía a la comunidad, entre otros 
propósitos. Para el Gral. PNP (r) Rolando Quezada Bringas, segundo 
Secretario Técnico del CONASEC, la creación del Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana se originó con la firma del Acuerdo Nacional (DS 
105-2002-PCM). En el 2002, se constituyó la Comisión de Seguridad 
Ciudadana, presidida por el Ministro del Interior, con la finalidad de 
elaborar un informe para el Presidente de la República, el mismo que fue 
la base para la discusión parlamentaria que generó la Ley Nº 27933 que 
crea el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC), cuyos 
objetivos y competencias se describen más adelante. La Ley 27933 tiene 
como propósito crear una nueva institucionalidad en la mejora de la 
seguridad ciudadana a nivel nacional, a través del Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana. La dación de esta ley marca el término de la fase 
decisional. A partir de la promulgación de la ley, en febrero de 2003, se 
inicia la fase de implementación y evaluación de Lindblom.  
También está la Ley Nº 27972 – Ley Orgánica de 
Municipalidades, que en el artículo 85º le asigna competencias en temas 
de seguridad ciudadana a los gobiernos provinciales y distritales. Las 





organizar el servicio de serenazgo o vigilancia municipal cuando lo crea 
conveniente, de acuerdo a las normas establecidas por la municipalidad 
provincial respectiva; coordinar con el Comité de Defensa Civil del 
distrito las acciones necesarias para la atención de pobladores 
damnificados por desastres naturales y de otra índole; además, 
establecer el registro y control de las asociaciones de vecinos que 
recaudan cotizaciones o administran bienes vecinales para garantizar el 
cumplimiento de sus fines. 
En la línea de conocer la experiencia de los gobiernos locales en 
materia de seguridad ciudadana, el Instituto de Estudios Peruanos (IEP) 
realizó una investigación, en julio de 2006, por encargo del Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC), en diez distritos de 
Lima, en el que concluían preliminarmente, que el papel de los alcaldes 
era bastante débil e incierto. Otra observación en este estudio es la 
ausencia de una instancia ejecutora de los planes y acuerdos que se 
toman en los distritos. Al referirse al trabajo de la Policía Nacional, 
concluyeron que no siempre tenían la capacidad y voluntad para asumir 
el liderazgo de una estrategia de seguridad ciudadana, tal como está 
concebida por la ley y su reglamento. Por otro lado, se menciona que las 
municipalidades presentan problemas de funcionamiento de la 
participación ciudadana, pues en los barrios marginales de Lima esto se 
presenta como una obligación más que una opción; es decir, los 
pobladores participan porque las instituciones estatales no cumplen con 





costo para la población que se debe asumir para obtener seguridad 
El Informe Defensorial Nº 132, analiza el trabajo realizado por los 
23 comités regionales y 12 provinciales de seguridad ciudadana durante 
el 2007, allí se sostiene que el desempeño del CONASEC, como ente 
encargado de concertar y monitorear políticas de seguridad ciudadana a 
nivel nacional, ha tenido una característica de continuidad y regularidad 
que cabe resaltar en sus sesiones. Además, es importante el trabajo del 
CONASEC en la elaboración de planes nacionales y la aprobación de 
manuales y guías metodológicas para la formulación de diagnósticos 
participativos y planes locales de seguridad ciudadana. Sin embargo, la 
Defensoría del Pueblo, señala que el impacto de estos costos están 
relacionados con los usos y costumbres en la relación entre la población 
y el acceso a los servicios de la Policía Nacional o el municipio; es decir, 
que para alcanzar un servicio policial o municipal, esté de por medio, 
pagos directos a los funcionarios para ser atendidos. Las políticas 
emitidas desde los gobiernos regionales y municipalidades provinciales 
no ha tenido resultados concretos. 
Con respecto a las estrategias necesarias para fortalecer el 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, la Defensoría del Pueblo, 
manifiesta que es necesario consolidar el rol del liderazgo de las 
autoridades elegidas que ejercen la presidencia de los comités de 
seguridad ciudadana, a fin de establecer el trabajo de diseño y ejecución 
de políticas de seguridad ciudadana en sus respectivos ámbitos 





para promover acciones concretas que reduzcan la sensación de 
inseguridad que agobia a la ciudadanía, tendrán sostenibilidad.  
También afirma que es urgente establecer medidas para 
fortalecer a las Secretarías Técnicas, pues no están totalmente 
consolidadas como instancias técnicas y de apoyo a los comités. Esto se 
debe a la existencia de dificultades, tanto en los gobiernos regionales, 
como en los municipios, una administración gubernamental (regional o 
local) y otra, pues incluso ha sido común encontrar desfases totales en 
la transmisión documental.  
 
2.2.1.3. Corrupción y seguridad ciudadana 
La corrupción es el acto de ofrecer, dar, recibir o solicitar, de manera 
directa o indirecta, cualquier cosa de valor para influir en las acciones de 
la otra parte. 
Por su parte, el plan nacional de lucha contra la Corrupción 2012-
2016 define la corrupción como el uso indebido del poder para la 
obtención de un beneficio irregular, de carácter económico o no, a través 
de la violación de un deber de cumplimiento, en desmedro de la 
legitimidad de la autoridad y de los derechos fundamentales de la 
persona14. 
 
En el transcurso del tiempo se ha comprobado que la corrupción 
afecta de manera negativa el desarrollo económico, la distribución del 
ingreso, la legitimidad del sistema político, la viabilidad del Estado y el 
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grado de criminalidad; en otras palabras, afecta la gobernabilidad 
democrática15. A mayor corrupción, menor seguridad ciudadana.  
 
Existen múltiples indicadores para medir la situación de 
inseguridad, la violencia y el delito en un determinado territorio. Los más 
importantes son los homicidios, la victimización, la percepción de 
inseguridad, la confianza en las instituciones y la situación del sistema 
penitenciario. 
 
2.2.1.4. Actores   principales   para   lograr   la   seguridad              
ciudadana  
Para lograr la seguridad ciudadana es esencial que se forme y se 
consolide una triple alianza estratégica entre los gobiernos locales, la 
Policía Nacional y los vecinos.  
 
a) GOBIERNOS LOCALES: La Constitución Política de Estado y las 
demás normas jurídicas, establecen expresamente una serie de 
obligaciones para las autoridades ediles en materia de seguridad 
ciudadana.  
Según el artículo 197º de la Constitución Política de Estado, 
―las municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la 
participación vecinal en el desarrollo local. Asimismo brindan 
servicios de seguridad ciudadana, con la cooperación de la Policía 
Nacional del Perú, conforme a ley‖. 
                                                          






Según el artículo 43º, inciso e), de la Ley de Bases de la 
Descentralización, Ley Nº 27783, viene a ser la seguridad ciudadana 
una competencia compartida. 
La Ley Orgánica de Municipalidades, Ley Nº 27972, en su 
artículo 85º, señala que las municipalidades en seguridad ciudadana 
ejercen las siguientes funciones:  
 
Funciones específicas exclusivas de las municipalidades  
Provinciales 
1. Establecer un sistema de seguridad ciudadana con participación de 
la sociedad civil y de la Policía Nacional, y normar el establecimiento 
de los servicios de serenazgo, vigilancia ciudadana, rondas urbanas, 
campesinas o similares, de nivel distrital o del de centros poblados 
en la jurisdicción provincial, de acuerdo a ley.  
2. Ejercer la labor de coordinación para las tareas de defensa civil en la 
provincia, con sujeción a las normas establecidas en lo que respecta 
a los Comités de Defensa Civil provinciales.  
Funciones específicas compartidas de las municipalidades 
 provinciales:  
1. Coordinar con las municipalidades distritales que la integran y con la 
Policía Nacional el servicio interdistrital de serenazgo y seguridad 
ciudadana.  
2. Promover acciones de apoyo a las compañías de bomberos, 






 Funciones específicas exclusivas de las municipalidades 
 distritales:  
1. Organizar un servicio de serenazgo o vigilancia municipal cuando lo 
crea conveniente, de acuerdo a las normas establecidas por la 
municipalidad provincial respectiva.  
2. Coordinar con el Comité de Defensa Civil del distrito las acciones 
necesarias para la atención de las poblaciones damnificadas por 
desastres naturales o de otra índole.  
3. Establecer el registro y control de las asociaciones de vecinos que 
recaudan cotizaciones o administran bienes vecinales, para 
garantizar el cumplimiento de sus fines.  
 
  Según la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, Ley Nº 
27933, en el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana, es miembro 
integrante el alcalde metropolitano de Lima y el presidente de la 
Asociación de Municipalidades del Perú, conforme se establece en el 
artículo 7º de la ley en mención y en los comités provinciales y distritales 
de acuerdo a los artículos 15º y 16º, el Alcalde preside en su respectiva 
jurisdicción el Comité de Seguridad Ciudadana. 
 
    En síntesis, el rol de los gobiernos locales puede ser resumido de la 
siguiente manera: Liderar la lucha por la seguridad ciudadana a través 
de los comités provinciales y distritales, coordinando esfuerzos con la 
Policía Nacional y con los vecinos en el diseño y la implementación de 





Lamentablemente, ya sea por desconocimiento, por corrupción o 
por otras razones, los alcaldes no están cumpliendo con estas 
obligaciones; incluso, en algunos casos, su actuación es 
contraproducente pues se autoriza indiscriminadamente el 
funcionamiento de establecimientos como discotecas y video pubs, 
señalados muchas veces por los pobladores como focos de inseguridad 
ciudadana, pues en estos lugares se consumen en abundancia drogas y 
alcohol, dando lugar a asaltos, robos, peleas entre pandillas, y otros. 
 
En consecuencia, a fin de tener éxito en la lucha por la seguridad 
ciudadana, se requiere un compromiso y un liderazgo efectivo por parte 
de los alcaldes, quienes deben incorporarse activamente en los 
esfuerzos y las acciones de seguridad ciudadana, en estrecha 
vinculación y colaboración con las juntas vecinales y con la Policía. 
 
b) POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ: De acuerdo a la Constitución 
Política del Estado y demás normas jurídicas la Policía Nacional 
tiene varias obligaciones. 
Según el artículo 166º de la Constitución Política del Estado, la 
Policía Nacional tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y 
restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y 
a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las leyes y la seguridad 
del patrimonio público y del privado. Previene, investiga y combate la 
delincuencia. Vigila y controla las fronteras. Asimismo, en el artículo 2º, 





escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales, en caso de 
flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado 
correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la 
distancia. Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, 
espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades 
policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos 
implicados por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar 
cuenta al Ministerio Público y al juez, quien puede asumir jurisdicción, 
antes de vencido dicho periodo. 
 
Asimismo, se encuentran establecidas sus obligaciones en 
distintas normas jurídicas, tales como la Ley Orgánica de la Policía 
Nacional del Perú, Ley 27238, Ley de Régimen Disciplinario de la Policía 
Nacional del Perú, Decreto Legislativo Nº 1150, Ley de Régimen 
Educativo de la Policía Nacional del Perú, Decreto Legislativo Nº 1151, 
Ley de la Carrera y Situación del Personal de la Policía Nacional del 
Perú, Decreto Legislativo Nº 1149, Ley de la Policía Nacional del Perú, 
Decreto Legislativo Nº 1148 y Ley de la Modernización de la Función 
Criminalística Policial, Decreto Legislativo Nº 1152. 
De la misma forma se encuentra las funciones y atribuciones de la 
Policía Nacional del Perú en los artículos 67°, 68°, 69° y 70° del nuevo 
Código Procesal Penal, D. Leg. N 957.  
Es necesario mencionar que, de conformidad a la Ley del Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana, Ley N 27933, el Director General de 





de Seguridad Ciudadana, de acuerdo al artículo 7°, y siendo miembro de 
los Comités Regional, Provincial y Distrital, el Jefe Policial como se 
establece en los artículos 14°, 15° y 16°. 
En síntesis, el rol de la Policía Nacional puede ser resumido de la 
siguiente manera: Luchar frontalmente contra delincuencia, a través de 
estrategias, tanto preventivas como represivas, partiendo de un enfoque 
de policía comunitaria, el cual tiene como protagonistas a los comisarios 
de cada localidad, quienes deben estar en constante contacto con su 
comunidad; y asumir el rol de apoyo al Ministerio Público, en la 
investigación de los hechos delictivos, señalado en el Nuevo Código 
Procesal Penal. 
 
c) JUNTAS VECINALES: Son agrupaciones vecinales que se 
conforman por razones de autoprotección y están integradas por 
personas que residen o laboran  en un mismo barrio, sector, 
urbanización o distrito. 
Según el artículo 116° de la Ley Orgánica de Municipalidades, los 
concejos municipales, a propuesta del alcalde, de los regidores, o a 
petición de los vecinos, constituyen juntas vecinales mediante 
convocatoria pública a elecciones. Las juntas estarán encargadas de 
supervisar la prestación de servicios públicos locales, el cumplimiento de 
las normas municipales, la ejecución de obras municipales y otros 
servicios que se indiquen de manera precisa en la ordenanza de su 
creación. Las juntas vecinales comunales, a través de sus 





del concejo municipal. 
El concejo municipal aprueba el reglamento de organización y 
funciones de las juntas vecinales comunales, donde se determinan y 
precisan las normas generales a que deberán someterse.  
El artículo 260° del nuevo Código Procesal Penal, indica que el 
arresto ciudadano se da cuando: 
 
1. En los casos previstos en el artículo anterior, toda persona podrá 
proceder al arresto en estado de flagrancia delictiva. 
2. En este caso debe entregar inmediatamente al arrestado y las cosas 
que constituyan el cuerpo del delito a la Policía más cercana. Se 
entiende por entrega inmediata al tiempo que demanda  dirigirse a la 
dependencia policial más cercana o al Policía que se halle por 
inmediaciones del lugar. En ningún caso el arresto es motivo de 
privación de su libertad, en un lugar público o privado, hasta su 
entrega a la autoridad policial. La Policía redactará un acta donde se 
haga constar la entrega y las demás circunstancias de la 
intervención. 
De acuerdo a los artículos 15° y 16° de la Ley del Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana, Ley N° 27933, las juntas vecinales 
son miembros del Comité Provincial y Comité Distrital. 
En síntesis, el rol de la ciudadanía puede ser resumido de la 
siguiente manera: organizar juntas vecinales para colaborar con la 
Policía Nacional en las labores de prevención del delito, brindándole 





frente a cualquier amenaza para su seguridad.  
Asimismo, la violencia familiar debe ser combatida con la misma 
energía que la violencia callejera.  
 
2.2.2. El sistema nacional de seguridad ciudadana  
El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC) fue creado, a 
inicios del año 2003 con el objetivo de ―coordinar eficazmente la acción 
del Estado y promover la participación ciudadana para garantizar una 
situación de paz social‖16 
Es decir, que desde ese año, se cuenta con el marco legal que 
regula la intervención del Estado en materia de seguridad ciudadana. 
Este sistema está conformado por diversas instancias, según la 
jurisdicción política que corresponda: a nivel nacional, el Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC); a nivel de las regiones, 
los Comités Regionales de Seguridad Ciudadana (CORESEC); a nivel 
de las provincias, los Comités Provinciales de Seguridad Ciudadana 
(COPROSEC); y finalmente, los Comités Distritales de Seguridad 
Ciudadana (CODISEC) para el nivel local.  
La forma de organización de las diferentes instancias territoriales 
son aproximadamente similares. Por ejemplo, el Consejo Nacional de 
Seguridad Ciudadana, que es el máximo organismo encargado de la 
formulación, conducción y evaluación de las políticas de Seguridad 
Ciudadana a nivel nacional, cuenta con autonomía fiscal y técnica; 
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depende directamente de la Presidencia de la República y es presidido 
por el Ministro del Interior. Además éste, lo integra un representante del 
Ministerio de Justicia,  Ministerio de Educación,  Ministerio de Salud, 
Ministerio de Economía y Finanzas,  la Corte Suprema de Justicia,  la 
Fiscalía de la Nación, la Defensoría del Pueblo,  dos regiones, la 
Municipalidad Metropolitana de Lima y las dos provincias capitales de 
departamento, con mayor número de electores.  
El CONASEC tiene como facultades especiales formar grupos de 
trabajo o invitar a sus sesiones al Director General de la Policía 
Nacional, a representantes de otras entidades públicas, privadas y 
medios de comunicación, especialistas en seguridad ciudadana y 
participación comunitaria; así como a coordinadores generales de juntas 
vecinales u otras personas de la comunidad organizada, que estime 
pertinente.  
El CONASEC cuenta con una Secretaría Técnica, que es el 
órgano ejecutivo y de coordinación, y está a cargo del Ministerio del 
Interior. Está encargado de proponer la política, los planes, programas y 
proyectos de seguridad ciudadana para su aprobación y realizar el 
seguimiento y evaluación de la ejecución de las acciones aprobadas a 
nivel nacional.  
La vida orgánica del CONASEC ha pasado por diferentes 
instantes, según el momento político. En la etapa inicial, para su 
creación se contaba con el apoyo político del Ministerio del Interior, que 





operativamente no contaba con los recursos necesarios para desarrollar 
las acciones que por su nivel y dimensionamiento puedan demostrar 
efectividad que pueda relacionar las políticas y medidas concertadas con 
su reflejo en la seguridad pública.  
Posteriormente, el CONASEC deja de tener respaldo político y 
queda en el olvido. La Secretaría Técnica, si bien convoca a los 
miembros del Consejo, no desarrolla acciones que trasciendan ni 
permiten un mayor fortalecimiento de los comités de seguridad 
ciudadana a nivel regional, provincial y distrital. En la última etapa, bajo 
el mandato de Rómulo Pizarro, en el Ministerio del Interior, la secretaría 
técnica del CONASEC queda bajo la responsabilidad del Gral. PNP (r) 
Rolando Quezada, que sin los medios ni concepciones, antes descritos, 
poco pudo hacer.  
Las actividades de los otros niveles han sido mínimas. En algunos 
casos se ha llegado a conformar y juramentar al Comité pero su 
funcionamiento y sobre todo, las implicancias prácticas para mejorar la 
seguridad ciudadana de sus jurisdicciones no se han podido materializar 
por falta del apoyo político y de recursos financieros. Por ejemplo, en el 
informe Defensorial Nº 13217
 
se constata que de las 10 provincias más 
pobladas del país, en la mayoría de comités regionales no han existido 
procesos ordenados de transferencia de funciones ni de acervo 
documentario de un periodo municipal a otro, lo que ha afectado la 
continuidad en las políticas locales de seguridad ciudadana.  
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2.2.2.1. Política pública local de seguridad ciudadana  
La gestión de una política pública es implementada por los servidores y 
funcionarios del gobierno local. Pero ello implica, previamente, que se 
cuente con un plan operativo que ha devenido de un Plan Municipal 
Institucional. Ello no existía en la Municipalidad, debido a que el cambio 
de gestión municipal en el 2003 implicaba iniciar desde cero la 
conducción institucional, ya que el cambio de gestión se dio sin una 
transferencia de información y documentación pertinente.  
Por ello, la nueva gestión liderada por Mauricio Rabanal emitió un 
conjunto de dispositivos legales, entre ellos la Ordenanza Nº 1018
 
que 
reestructuraba la organización municipal.  
Para la gestión distrital de la seguridad ciudadana, en el municipio  
o gobierno local, se creó la jefatura de seguridad ciudadana, asignándole 
un financiamiento inicial de 200 mil nuevos soles para la ejecución de 
sus actividades. Era un monto inicial que iría creciendo en los años 
siguientes. Sin embargo, se trataba de un monto insuficiente en base al 
valor que los pobladores otorgaban a la seguridad ciudadana. Era una 
demanda sentida de la población y era la oportunidad de generar un 
valor público, al hacer más seguras las distintas ciudades del distrito.  
Pero, ¿La seguridad ciudadana se debe comprar o es un derecho 
garantizado de toda la sociedad? Hay que tener en cuenta hasta qué 
punto determinadas condiciones sociales se considerarán como una 
cuestión pública en lugar de privada. Cuando se establecen 
determinados bienes y servicios como derechos que se vinculan a las 
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nociones de justicia y equidad, se amplía la frontera del sector público 
para incluir la obligación de producir una cierta cantidad y distribución de 
dichos bienes y servicios. A la inversa, cuando determinados bienes y 
servicios se consideran como cosas que la sociedad valora pero que no 
están vinculadas a las concepciones de justicia y equidad, la frontera del 
sector público se estrecha. Una de las características de un bien público 
es su accesibilidad universal; es decir, que está disponible para todas las 
personas. Por ejemplo, el poder cruzar por un puente, no es limitado a 
ninguna persona o el acceso a la protección policial, debe ser un 
derecho universal.  
La seguridad ciudadana es un bien público, la misma que debe 
ser proveído por las diferentes instancias del Estado, de acuerdo a las 
necesidades locales y lo mandado por la Ley. En este punto, es 
importante citar a Lindblom, sugiere separar la elaboración de las 
políticas públicas en sus distintas fases y luego analizar cada una de 
ellas. La fase pre  decisional estaría comprendida desde el momento en 
que la inseguridad es percibida por la ciudadanía como un problema en 
el distrito; luego, del declive del terrorismo como problema principal (a 
fines del 2000 e inicio del nuevo siglo) y en la campaña para las 
elecciones municipales de noviembre de 2002, en el que los principales 
candidatos ponen en la agenda local el tema de la inseguridad 
ciudadana. La fase decisional se da como consecuencia de la 
promulgación de la Ley N° 27933, que creó el Sistema Nacional de 





institucionalizar el CODISEC. La creación de la Jefatura de Seguridad 
Ciudadana en la nueva estructura administrativa del gobierno local, la 
creación de nuevas juntas vecinales promovidas por la Policía Nacional 
y la participación de ONG, que desarrollan proyectos con este fin. 
Finalmente, la etapa de evaluación se da a medias, ya que no hay un 
proceso claro de evaluación institucional, debido al cambio del gobierno 
municipal.   
 
2.2.2.2. La participación ciudadana  
Como se ha visto, la provincia de San Román, específicamente el distrito 
de Juliaca, es el distrito que cuenta con la mayor población en la región 
Puno, aproximadamente medio millón de personas. Se trata de un 
distrito joven y pujante que tiene una gran cantidad de organizaciones 
sociales de base, con una trayectoria de participación activa en su 
desarrollo económico y social. Para el caso de la seguridad ciudadana, 
la participación se ha dado principalmente a través de la organización en 
juntas vecinales que para el periodo de estudio fueron organizadas por 
la Policía Nacional del sector.  
Los pobladores del distrito son, en su mayoría, migrantes de 
primera o segunda generación, con una tradición cultural de asociación 
comunitaria, en los que la organización forma parte de su identidad 
cultural. Se trata de una comunidad que participa activamente en 
desarrollo de su distrito. Si se asume que la participación ciudadana es 
uno de los elementos fundamentales en la construcción de políticas 





ésta; tanto por los propios ciudadanos como por las instituciones del 
Estado. La participación se debe dar en el marco del respeto y trato 
igualitario e inclusivo, tanto en la consulta, formulación y ejecución de la 
política pública local en materia de seguridad.  
Sin embargo, como se ha dicho, la Policía Nacional en la ciudad 
de Juliaca, principal institución estatal que ha promovido la participación 
de la comunidad organizada, no se ha caracterizado precisamente por 
este respeto.  
El proceso de organización de las juntas vecinales; se realizaba 
en función de metas y plazos establecidos desde el Comando Policial, 
más que en función de las necesidades locales. En muchos casos, 
existía una organización espontánea, luego de un hecho delictivo de 
impacto; los vecinos y vecinas de una calle o una manzana se reunían y 
se organizaban, tomaban acuerdos para poner o contratar a un vigilante. 
Pero se buscaba el apoyo policial para ser asesorados. Entonces, el 
promotor de la oficina de participación ciudadana de la Comisaría 
intervenía, los empadronaba y los insertaba en la dinámica de la 
institución policial.  
La relación de la comunidad con el Municipio local no fue muy 
diferente, aunque hubo más apertura. La participación que se dio a 
través del presupuesto participativo permitió expresar la problemática y 
posibles pistas de solución a la inseguridad local, a través de la 
presentación de perfiles de proyectos. Esta participación fue incipiente 





y calidad para el 2016. Sin embargo, tampoco se logró una 
consolidación o reconocimiento de la organización distrital. Sí se logró 
incluir en el presupuesto participativo algunos proyectos para la mejora 
de la seguridad ciudadana, pero estos fueron parciales.  
La participación de la comunidad también se daba en la defensa y 
recuperación de los espacios públicos, como los parques, las lozas 
deportivas o las áreas abandonadas. Los vecinos y vecinas se 
organizaban para hacer vigilancia, por turnos, con la finalidad de 
ahuyentar a las pandillas o foráneos que pretendían hacer un mal uso de 
los mismos (consumir licor, ataque a mujeres, asaltos, y otros). También 
se organizaban en rondas de seguridad en torno a los centros 
educativos en donde estudiaban sus hijos e hijas. En algunos casos, 
promovidos por los profesores del plantel, en otros casos a iniciativa de 
la Policía Nacional o como respuesta urgente al pandillaje, asaltos u 
otras manifestaciones de inseguridad ciudadana.  
El espacio más común de participación ha sido el patrullaje mixto 
con la Policía Nacional. Este sistema, promovido por las comisarías del 
distrito (que también se practica en otros distritos del Perú), consiste en 
programar rondas y patrullaje a pie, en forma conjunta entre efectivos 
policiales y miembros de las juntas vecinales. Generalmente, se trata de 
02 o 03 efectivos (de OPC) con un grupo de vecinos y vecinas (10 – 15) 
que salen en horario nocturno (10 pm, 11 pm  de la noche) a patrullar 
por las diferentes zonas del barrio. En algunos casos hay un mayor 





la presencia policial puede ser mínima, no nula.  
 
2.2.2.3. Marco jurídico de la seguridad ciudadana 
El Acuerdo Nacional, política general del Gobierno 
Objetivos y Políticas  
  La Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Seguridad 
Ciudadana, como función inherente, elaboró un marco orientador de 
lineamientos de política que puso a disposición de los integrantes de la 
comisión encargada de desarrollar el Plan Nacional de Seguridad 
Ciudadana; el mismo que se formulara con la participación de los 
representantes de los sectores comprometidos en la tarea de seguridad 
ciudadana, con el fin de contribuir a consolidar la política social.  
  En el marco de la Ley N° 27933 ―Ley del Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana‖, que tiene como objeto proteger el libre ejercicio de 
los derechos y libertades, garantizar la seguridad, la paz, tranquilidad, el 
cumplimiento y respeto de las garantías individuales y sociales a nivel 
nacional; se logró suscribir el acuerdo nacional en donde se establecieron 
las políticas a seguir por el Estado peruano.   
  
  El Acuerdo Nacional fue suscrito por el Presidente de la República 
el 22 de Julio de 2002 así como de los líderes de los partidos políticos, de 
las organizaciones sociales e instituciones religiosas. Después se 
realizaron ocho sesiones plenarias del Foro del Acuerdo Nacional  para 
dar cumplimiento a  las 29 políticas de Estado como base para la 





nacional y el diseño de una visión compartida del país a futuro.  
El Acuerdo Nacional está dirigido a alcanzar cuatro grandes objetivos: 
- Democracia y Estado de derecho. 
- Equidad y justicia social. 
- Competitividad del país. 
- Estado eficiente, transparente y descentralizado. 
Para el objetivo Democracia y Estado de Derecho, el Acuerdo Nacional 
se compromete a: 
- Garantizar el pleno y cabal ejercicio de los derechos constitucionales, la 
celebración de elecciones limpias, el pluralismo político, la alternancia en 
el poder y el imperio de la constitución y el equilibrio de poderes. 
- Promover la vigencia del sistema de partidos políticos en el territorio 
nacional, y el respeto a las minorías elegidas democráticamente. 
- Preservar el orden público y la seguridad ciudadana, garantizando que la 
expresión de nuestras diferencias no afecte la tranquilidad, justicia, 
integridad, libertad de las personas y el respeto a la propiedad pública y 
privada. 
-  Mantener una política de seguridad nacional que garantice la 
independencia, soberanía, integridad territorial y salvaguardia de los 
intereses nacionales.      
Como políticas de Estado en el objetivo de Democracia y Estado de 
Derecho, el Acuerdo Nacional se compromete a: 
a. Primera Política de Estado. 





b. Segunda Política de Estado. 
Democratización de la Vida Política y Fortalecimiento del sistema de 
Partidos. 
c. Tercera Política de Estado. 
Afirmación de la Identidad Nacional. 
d. Cuarta Política de Estado. 
Institucionalización del dialogó y la concertación. 
e. Quinta Política de Estado. 
Gobierno en función de objetivos con Planeamiento Estratégico, 
prospectiva Nacional. 
f. Sexta Política de Estado. 
Política exterior para la paz, democracia, el desarrollo y la 
integración. 
g. Sétima Política de Estado. 
Erradicación de la violencia y fortalecimiento del civismo y de la 
seguridad ciudadana. 
h. Octava Política de Estado. 
Descentralización política, económica y administrativa para propiciar 
el desarrollo integral, armónico y sostenido del Perú. 
i. Novena Política de Estado. 
Política de Seguridad Nacional. 
Para la séptima política de estado ―Erradicación de la violencia y 
fortalecimiento del civismo y la seguridad ciudadana‖, el Acuerdo 





destinadas a fortalecer el orden público y  el respeto al libre ejercicio 
de los derechos y al cumplimiento de los deberes individuales. 
Con este objetivo el Estado: 
1. Consolidara políticas orientadas a prevenir, disuadir, sancionar y 
eliminar aquellas  conductas y prácticas sociales que pongan en 
peligro la tranquilidad, la integridad ola libertad de las personas así 
como de la propiedad pública y privada. 
2. Propiciara una cultura cívica de respeto a la ley y a las normas de 
convivencia, sensibilizando, a la ciudadanía contra la violencia y 
generando un marco de estabilidad social que afiance los derechos y 
los deberes de los peruanos. 
3. Pondrá especial énfasis en extender los mecanismos legales para 
combatir prácticas violentas arraigadas, como el maltrato familiar y la 
violación contra la integridad física y mental de niños, ancianos y 
mujeres. 
4. Garantizara su presencia efectiva en las zonas vulnerables a la 
violencia. 
5. Fomentara la cultura de paz a través de una educación y una ética 
públicas que incidan en el respeto irrestricto de los derechos 
humanos, en una recta administración de justicia y en la 
reconciliación. 
6. Desarrollara una política de especialización en los organismos 
públicos responsables de garantizar la seguridad ciudadana. 





Nacional, así como su adecuada capacitación y retribución. 
8. Promoverá un sistema nacional de seguridad ciudadana en la 
totalidad de provincias y distritos del país presididos por los alcaldes 
y conformado por representantes del sector público y de la 
ciudadanía. 
 
Constitución Política del Perú, Art. 1º, 44º, 166º, 195º ,197º y 200°, el 
Acuerdo Nacional 7º política sobre seguridad ciudadana, Ley del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. Nº27933. 
Reglamento del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana; 
Directiva Nº 01-2003-IN-0101.01 
Constitución Política del Perú 
Artículo 1°: La defensa de la persona humana y el respeto de su 
dignidad son el fin supremo de las sociedades y del Estado. 
 
Comentario:  
La persona humana es el máximo valor, está por encima de todas las 
cosas, su defensa, respeto y dignidad son el fin supremo de la sociedad 
y del Estado. 
La persona humana ocupa el primer lugar en la constitución y muchas 
cartas latinoamericanas magnas, después de la aprobación de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
Artículo 44°: ―Son deberes primordiales del Estado: defender la 
soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos 





y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el 
desarrollo integral y equilibrado de la nación.  Asimismo,  es deber del 
Estado establecer y ejecutar la política de  fronteras y promover la 
integración, particularmente latinoamericana; así como el desarrollo y la 
cohesión de las zonas fronterizas, en concordancia con la política 
exterior.‖ 
Comentario: 
Es deber del Estado, garantizar la vigencia de los derechos humanos, 
proteger a la población de las amenazas contra su dignidad  de su vida, 
tanto económica como psicológica y cultural. 
Artículo 166º.- ―La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental 
garantizar, mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y 
ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las 
leyes y la seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, 
investiga y combate la delincuencia. Vigila y controla las fronteras‖. 
 
 Comentario: 
La labor de la PNP al interior de una sociedad moderna resulta 
primordial para conservar la seguridad interna y protección de la 
soberanía. 
La PNP es una de las instituciones fundamentales con que cuenta el  
Estado para alcanzar sus fines en el cumplimiento de la constitución y 
las leyes. 
Artículo 197º: ―Las municipalidades promueven, apoyan y reglamentan 





servicios de seguridad ciudadana, con la cooperación de la Policía 
Nacional del Perú, conforme a ley‖. 
Artículo 200°: La acción de cumplimiento, que procede contra cualquier 
autoridad o funcionario renuente a acatar una norma legal o un acto 
administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades de ley. 
 
1.1 Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (Ley No. 27933) 
OBJETO: La presente Ley tiene por objeto proteger el libre ejercicio de 
los derechos y libertades, garantizar la seguridad, paz, tranquilidad, el 
cumplimiento y respeto de las garantías individuales y sociales a nivel 
nacional. Comprende a las personas naturales y jurídicas, sin excepción, 
que conforman la nación peruana. 
Concepto: Se entiende por Seguridad Ciudadana, para efectos de esta 
Ley, a la acción integrada que desarrolla el Estado, con la 
colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar su convivencia 
pacífica, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías 
y espacios públicos. Del mismo modo, contribuir a la prevención de la 
comisión de delitos y faltas. 
SEGURIDAD CIUDADANA: Conjunto  de acciones, medidas y 
estrategias de carácter preventivo que realiza la PNP dentro del marco 
de la Ley y el respeto de los Derechos Humanos, garantizando el orden, 
la paz y la seguridad de la población. 
CREACIÓN Y FINALIDAD: La dación de la Ley No. 27933 da creación 
al Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, cuyas siglas son 





del Estado y promover la participación ciudadana para garantizar 
una situación de paz social. 
COMPONENTES DEL SISTEMA 
Son instancias integrantes del Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana las siguientes: 
a) Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana, cuenta con una  
        Secretaría Técnica. 
b) Comités Regionales de Seguridad Ciudadana. 
c) Comités Provinciales de Seguridad  Ciudadana. 
d) Comités Distritales de Seguridad Ciudadana. 
 
1.2 Reglamento del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana.- 
Concepto, objeto y principios. 
OBJETO: El presente Reglamento tiene por objeto normar el 
funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana 
(SINASEC), con arreglo a las disposiciones de la Ley Nº 27933, Ley del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
DEFINICIÓN: El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana es el 
conjunto interrelacionado de organismos del Sector Público y la 
Sociedad Civil, y de normas, recursos y doctrina; orientados a la 
protección del libre ejercicio de los derechos y libertades, así como a 
garantizar la seguridad, paz, tranquilidad, el cumplimiento y respeto de 
las garantías individuales y sociales a nivel nacional. Dicho sistema tiene 





participación ciudadana para garantizar una situación de paz social. 
PRINCIPIOS: Para el cumplimiento de su objeto, el Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana guía su organización y funcionamiento por los 
principios siguientes: 
a) Legalidad: Sus actividades se realizarán en el  marco de la 
Constitución Política del Perú, las leyes de la República, con 
absoluto respeto a los derechos humanos. 
b) Coordinación e integración: Para articular y unificar esfuerzos 
entre los órganos del sector público y la comunidad organizada con 
el propósito de lograr el desarrollo de acciones comunes e 
integradas. 
c) Supervisión y control ciudadano: Para desarrollar mecanismos 
de control y vigilancia ciudadana respecto del quehacer de los 
organismos del sector público y  gobiernos locales. 
d) Transparencia funcional: Para mantener una total transparencia 
en las actividades del sistema, evitando injerencias político-
partidarias o de otra índole. 
e) Participación ciudadana: Con el fin de motivar a la comunidad 
para que apoye activamente  el esfuerzo multisectorial por mejorar 
la seguridad local. 
f) Prevención: El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana debe 
priorizar y desarrollar las políticas multisectoriales preventivas del 
delito, planificando sus programas, así como actuando de manera 





g) Solidaridad: Las instancias y organismos que componen el 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana deben actuar de 
manera comprometida en función a los fines y objetivos del 
SINASEC, en plena colaboración y ayuda mutua.  
 
SISTEMA DE SEGURIDAD CIUDADANA 
1. Los Comités Regionales de Seguridad Ciudadana   
2. Los Comités Provinciales de Seguridad Ciudadana   
3. Los Comités Distritales de Seguridad Ciudadana   
 
MIEMBROS DEL  CONSEJO 
El Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana está integrado por: 
a) El Ministro del Interior, quien lo preside. 
b) El Ministro de Justicia o su representante. 
c) El Ministro de Educación o su representante. 
d) El Ministro de Salud o su representante. 
e) El Ministro de Economía y Finanzas o su representante. 
f) Un representante de la Corte Suprema de Justicia 
g) El Fiscal de la Nación o su representante. 
h) El Defensor del Pueblo o su representante. 
i) Dos presidentes regionales o sus representantes. 
j) El alcalde metropolitano de Lima o su representante. 
k)  Los alcaldes de las dos provincias capitales de departamento con 






FUNCIONES  DEL CONSEJO 
El Consejo Nacional del Sistema de Seguridad Ciudadana en adición a las 
funciones establecidas en el artículo 9º de la Ley, tiene las siguientes 
funciones: 
a) Establecer las políticas y el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana. 
b) Aprobar los planes, programas y proyectos de Seguridad Ciudadana. 
c) Promover la investigación en materia de Seguridad Ciudadana. 
d) Evaluar la ejecución de la política de Seguridad Ciudadana. 
e) Promover el intercambio y/o cooperación internacional en materia de 
Seguridad Ciudadana. 
f) Elaborar anualmente un informe Nacional sobre Seguridad Ciudadana. 
g) Informar a la Comisión de Defensa Nacional, orden interno e 
inteligencia del Congreso de la República sobre los planes, programas 
y proyectos de Seguridad Ciudadana, antes de su respectiva 
aprobación. 
h) Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines. 
Sus Atribuciones se encuentran señaladas en el Art. N°10 de la Ley N°. 
27933. 
LA SECRETARIA TÉCNICA 
La Secretaría Técnica es el órgano ejecutivo y de coordinación del 
Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana. Sus funciones y atribuciones 
se encuentran señaladas en el artículo 11º de la Ley Nº 27933. 
La Secretaría Técnica cuenta con profesionales, técnicos y especialistas 





planes, programas y proyectos de seguridad ciudadana, así como con el 
soporte administrativo necesario para el cumplimento de sus funciones. 
 
LOS COMITÉS REGIONALES DE SEGURIDAD CIUDADANA  
MIEMBROS DEL COMITÉ REGIONAL 
El Comité Regional es presidido por el Presidente de la Región y está 
integrado por los siguientes miembros: 
 La autoridad política de mayor nivel de la región. 
 El Jefe Policial de mayor graduación de la región. 
 La autoridad educativa del más alto nivel. 
 La autoridad de salud o su representante. 
 Un representante del Poder Judicial, designado por el Presidente de la 
Corte Superior de la jurisdicción. 
 Un representante del Ministerio Público, designado por el Fiscal Superior 
Decano de la jurisdicción. 
  El Defensor del Pueblo o el que hiciere sus veces en la región. 
  Tres alcaldes de las provincias con mayor número de electores. 
 
MIEMBROS DEL COMITÉ PROVINCIAL  
El Comité Provincial de Seguridad Ciudadana es presidido por el Alcalde 
Provincial e integrado por los siguientes miembros: 
 La autoridad política de mayor nivel de la localidad. 
 El Jefe Policial de mayor graduación de la jurisdicción. 
 La autoridad educativa de más alto nivel de la provincia. 






 Un representante del Poder Judicial designado por el Presidente de 
la  Corte Superior de la jurisdicción. 
 Un representante del Ministerio Público designado por el Fiscal 
Superior  Decano de la jurisdicción. 
 El Defensor del Pueblo o el que hiciere sus veces en la provincia. 
 Tres Alcaldes de los distritos con mayor número de electores de la 
provincia. 
 Un representante de las juntas vecinales  
 Un representante de las rondas campesinas. 
 
MIEMBROS DEL COMITÉ DISTRITAL  
El Comité Distrital es presidido por el alcalde distrital de su 
respectivo ámbito territorial y está integrado por los siguientes miembros:
  
- La autoridad política de mayor nivel del distrito. 
- El Comisario de la Policía Nacional a cuya jurisdicción 
pertenece el distrito. 
- Un representante del Poder Judicial. 
- Dos alcaldes de centros poblados menores. 
- Un representante de las juntas vecinales  
- Un representante de las rondas campesinas.  
 
FUNCIONES Y ATRIBUCIONES 





Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana tienen sus funciones y 
atribuciones en los Art. N°17 y N°18 de la Ley N° 27933.  
CONSEJO NACIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA 
SECRETARÍA TÉCNICA 
PLAN NACIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA 2007 
El Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2007 es una herramienta 
de gestión; ha sido formulado metodológicamente con la finalidad de 
normar y operativizar las políticas, objetivos, metas y estrategias que 
contribuyan a consolidar la política general del Estado en materia de 
seguridad ciudadana, que permita hacerle frente al problema de la 
delincuencia y la violencia que esta genera. 
El proyecto que presentamos fue elaborado por una comisión 
conformada por representantes de los sectores que componen el Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC), es el resultado de un 
trabajo coordinado con la activa participación de la Secretaría Técnica y 
ha demandado un especial esfuerzo y dedicación de los actores 
comprometidos. 
El Plan Nacional es un documento técnico operativo que contribuye 
en la articulación de las políticas nacionales de Seguridad Ciudadana con 
los planes, programas y proyectos que formulan los Comités de Seguridad 
Ciudadana en los ámbitos regional, provincial y/o distrital. Su finalidad es 
contribuir a la reducción de los niveles de violencia e inseguridad, 
recuperándose progresivamente la confianza de los ciudadanos con las 





social, asegurando la libertad de las personas, las prácticas sociales 
adecuadas y la convivencia armónica entre los ciudadanos. 
Un eje transversal del plan es promover la participación activa de 
los ciudadanos en alianzas estratégicas con las instituciones del Sector 
público, privado y de la Sociedad Civil Organizada, representadas en los 
Comités de Seguridad Ciudadana, impulsándose el lema: ―Seguridad 
Ciudadana, Compromiso de todos‖. 
El Plan contiene seis (06) Capítulos: Antecedentes, que comprende 
el marco legal, conceptual y político; Caracterización de la Problemática, 
en el cual se interpretan los resultados de la última encuesta de 
victimización realizada el 2005 por la empresa apoyo, opinión y mercado; 
análisis FODA; lineamientos de política: visión, misión, objetivos, políticas 
y estrategias; programación, en donde se señalan los objetivos 
específicos, las estrategias, las actividades y metas, indicándose las 
responsabilidades funcionales que asumen cada uno de los sectores 
componentes del CONASEC; administración y presupuesto, en el que se 
indica las normas que deben ser cumplidas por los integrantes del 
sistema. 
De esta manera, esperamos que el presente Plan se convierta en 
un documento de uso cotidiano que permita a los integrantes de los 
Comités de Seguridad Ciudadana, en todo el territorio de la República, 
emplear una metodología adecuada y sistemática, útil para la formulación 
de sus propios planes y alcanzar los fines y objetivos del Sistema 





convivencia pacífica y armónica entre ciudadanos, libres de riesgos y 
amenazas, la protección de los derechos fundamentales de las personas, 
y la internalización de una cultura de autoprotección y seguridad, base 
fundamental para el desarrollo y bienestar que anhelamos los peruanos. 
Taller: ―Análisis del Sistema de Seguridad Ciudadana‖ 
 
1.3 Ley Nro.27935, Ley que modifica Artículos de la Ley Nº27030. 
El objetivo de la Ley es promover y otorgarle mayor cobertura a la 
ejecución de penas de prestación de servicios a la comunidad y de 
limitación de días libres, a fin de que en el marco de las políticas de 
seguridad ciudadana puedan aplicarse este tipo de penas para el 
caso de faltas. 
LEY Nro. 27935  
“LEY  QUE MODIFICA ARTÍCULOS DE LA LEY N° 27030” 
Sumilla: "La presente ley modifica algunos artículos de la ley N° 27030, y 
define a la entidad receptora como institución pública o privada (registrada 
debidamente en el INPE) que recibe al sentenciado para que preste 
servicios. EL INPE estará a cargo de la administración y organización de 
este sistema de entidades receptoras, poniendo en conocimiento a las 
cortes superiores de cada distrito judicial de las entidades receptoras 
inscritas. La ley también señala las causales de revocación de las 
sentencias de prestación de servicios por privativas de libertad. 
Finalmente, abre la posibilidad de que sean los gobiernos locales y la PNP 
quienes se constituyan como entidades receptoras en los lugares donde 






LEY QUE MODIFICA ARTÍCULOS DE LA LEY N° 27030, LEY DE 
EJECUCIÓN DE LAS PENAS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS A LA 
COMUNIDAD Y DE LIMITACIÓN DE DÍAS LIBRES 
Artículo 1°: Modifica los artículos 2º y 6º de la Ley N° 27030  
Modifícanse los artículos 2° y 6° de la Ley N° 27030, Ley de ejecución de 
las penas de prestación de servicios a la comunidad y de limitación de 
días libres, en los términos siguientes:  
 
Artículo 2°: Definición de entidad receptora  
Para efectos de la presente Ley se entiende por entidad receptora a toda 
institución pública o privada, registrada como tal en el INPE, que recibe al 
sentenciado para que preste servicios en forma gratuita, en cumplimiento 
de la pena de prestación de servicios a la comunidad o que realice 
actividades educativas o psicológicas tendientes a la rehabilitación del 
condenado, en particular a las relacionadas con la prevención o 
tratamiento de conductas adictivas. 
 
Artículo 6°: Organismo encargado de la organización y administración del 
Registro. 
La organización y administración del Registro Nacional de entidades para 
la prestación de servicios a la comunidad y limitación de días libres están 
a cargo del Instituto Nacional Penitenciario.  
El INPE a través de la oficina a cargo del registro, deberá poner en 
conocimiento de los Presidentes de las Cortes Superiores de cada Distrito 





Artículo 2°: Incorpora los artículos Nro. 14°,15° y 16° a la Ley N° 27030  
Incorpórense los artículos 14°, 15° y 16° a la Ley N° 27030, de acuerdo al 
siguiente texto:  
 
Artículo 14°: Revocación de la pena de prestación de servicios a la 
comunidad y de limitación de días libres en el caso que el sentenciado por 
delito no asista injustificadamente a más de tres jornadas consecutivas o a 
más de cuatro jornadas no consecutivas, se le revocará la pena de 
prestación de servicios a la comunidad o de limitación de días libres, por 
la de pena privativa de libertad según las reglas del Código Penal. 
 
Artículo 15°: Evaluación y asignación de sentenciados a las entidades 
receptoras. Para la evaluación y asignación a las entidades receptoras, el 
Órgano Jurisdiccional notificará al sentenciado para que se apersone a las 
oficinas del INPE, bajo apercibimiento de ser conducido de grado o fuerza, 
en el plazo improrrogable de tres días de notificado. 
En el caso que el INPE cuente con oficinas en la sede del Órgano 
Jurisdiccional, el sentenciado deberá presentarse inmediatamente 
después de leída la sentencia, bajo responsabilidad del Juez de la causa, 
quien ordenará que sea conducido con el auxilio de la Policía Nacional. 
Cuando el sentenciado no se presente a las autoridades del INPE, dentro 
del plazo señalado, el juez modificará su sentencia y convertirá la 
condena en pena privativa de libertad, según las reglas del Código Penal. 
 
Artículo 16°: Oficinas de ejecución de penas limitativas de derechos  





en donde se evaluará a los sentenciados asignándoles la entidad 
receptora donde prestarán sus servicios a la comunidad o de prevención o 
tratamiento educativo o psicológico." 
 
DISPOSICIONES FINALES 
PRIMERA: En las provincias, distritos y localidades, donde el INPE no 
cuente con oficinas de ejecución de penas limitativas de derechos, la 
ejecución de las penas alternativas estará a cargo de las Municipalidades 
y la Policía Nacional. Para estos efectos, el INPE celebrará convenios con 
los representantes de dichas instituciones. En el caso de la Policía 
Nacional el convenio se celebrará con el Ministerio del Interior.  
En el plazo de treinta días de entrada en vigencia de la presente Ley, el 
Poder Ejecutivo reglamentará la ejecución de penas alternativas a cargo 
de las Municipalidades y la Policía Nacional.  
SEGUNDA: Deróguense las disposiciones que se opongan a la presente 
Ley. 
Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación. 
En Lima, a los veintiocho días del mes de enero de dos mil tres. 
 
LEY Nro. 27937   “LEY  QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS  N° 366 Y 
367 DEL CODIGO PENAL” 
Sumilla: Castiga con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor 
de cuatro año a aquellas personas que emplean violencia o intimidación 
contra funcionarios públicos o contra persona que le presta asistencia en 





dos o más personas, si es funcionario o servidor público, aumentará si el 
autor actúa con arma y si causa una lesión grave que podía prever. 
 
LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS Nro. 366° Y 367° DEL CÓDIGO 
PENAL 
Artículo único.- Modifica los artículos Nro. 366° y 367° del Código Penal 
Modifícanse los artículos Nro. 366° y 367° del Código Penal en los 
siguientes términos:  
Artículo 366°: Violencia contra la autoridad para impedir el ejercicio de sus 
funciones. 
El que emplea intimidación o violencia contra un funcionario público o contra 
la persona que le presta asistencia en virtud de un deber legal o ante 
requerimiento de aquél, para impedir o trabar la ejecución de un acto propio 
de legítimo ejercicio de sus funciones, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años o con prestación de 
servicio comunitario de ochenta a ciento cuarenta jornadas. 
Artículo 367°: Formas agravadas 
En los casos de los artículos 365° y 366°, la pena privativa de libertad será 
no menor de tres ni mayor de seis años cuando: 
1.  El hecho se realiza por dos o más personas. 
2. El autor es funcionario o servidor público. 
La pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de siete 
años cuando: 





b. El autor causa una lesión grave que haya podido prever.  
Si el agraviado muere y el agente pudo prever este resultado, la pena será 
privativa de libertad no menor de siete ni mayor de quince años. 
 
LEY Nro. 27934  
 LEY  QUE REGULA LA INTERVENCIÓN DE LA POLICÍA Y EL   
 MINISTERIO PUBLICO EN LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR DEL 
 DELITO 
Sumilla: La presente ley establece la intervención de la policía en 
la investigación preliminar en aquellos casos que por motivos de 
distancia u otros, el fiscal no pueda acudir de manera inmediata al lugar 
donde los policías realizan su intervención. La ley señala las potestades 
y diligencias que podrá llevar a cabo sin la dirección del Ministerio 
Público. Por último el texto define el concepto de flagrancia. 
 
LEY QUE REGULA LA INTERVENCIÓN DE LA POLICÍA Y EL 
MINISTERIO PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR DEL 
DELITO 
Artículo 1°: Actuación de la Policía en la investigación preliminar  
Cuando el Fiscal se encuentre impedido de asumir de manera inmediata 
la dirección de la investigación debido a circunstancias de carácter 
geográfico o de cualquier otra naturaleza, la Policía Nacional del Perú 
dejando constancia de dicha situación dará cuenta al Ministerio Público 
dentro de las veinticuatro horas de iniciada la investigación más el 






1. Recibir las denuncias escritas o sentar el acta de las verbales. 
2. Vigilar y proteger el lugar de los hechos a fin de que no sean borrados 
los vestigios y huellas del delito. 
3. Practicar el registro de las personas, así como prestar el auxilio que 
requieran las víctimas del delito. 
4. Recoger y conservar los objetos e instrumentos relacionados con el 
delito. 
5. Practicar las diligencias orientadas a la identificación física de los 
autores y partícipes del delito. 
6. Recibir las declaraciones de quienes hayan presenciado la comisión 
de los hechos. 
7. Levantar planos, tomar fotografías, realizar grabaciones en vídeo y 
demás operaciones técnicas o científicas. 
8.  Capturar a los presuntos autores y partícipes en caso de flagrante 
delito, informándoles una vez detenidos y asegurados de cuando 
menos los siguientes derechos:  
a) A que se presuma su inocencia en tanto no haya sido declarada 
judicialmente su responsabilidad. 
b) A qué se le respete su integridad física y psíquica. 
c) A ser examinado por un médico legista o quien haga sus veces. 
d) A ser defendido por un abogado. 
e) A ser informado de las razones de su detención. 






9.  Inmovilizar los documentos, libros contables,  fotografías y todo 
elemento material que pueda servir a la investigación, cuidando de 
no afectar el secreto y la inviolabilidad de las comunicaciones y 
documentos privados conforme a lo dispuesto en el artículo 2° 
inciso 10) de la Constitución. 
10. Allanar y/o ingresar en locales de uso público o abiertos al público, 
en caso de delito flagrante. 
11. Efectuar, bajo inventario, las incautaciones necesarias en los casos 
de delito flagrante o peligro inminente de su perpetración. 
12. Reunir cuanta información adicional de urgencia permita la 
Criminalística para    ponerla a disposición del Fiscal. 
De todas las diligencias especificadas en este artículo, la Policía 
sentará actas detalladas, las que entregará al Fiscal cuando asuma la 
dirección de la investigación. Producida dicha entrega, el Fiscal dictará 
resolución fundamentada a través de la cual expresará los motivos que 
le impidieron asumir la conducción de estas diligencias, evaluando en 
todo caso la legalidad de cada una de las actuaciones policiales, 
pudiendo ordenar que se realicen nuevamente o se amplíen bajo su 
dirección. Las partes podrán intervenir en todas las diligencias 
practicadas por la policía y tendrán acceso a todas las diligencias 
realizadas. Sus actuaciones son reservadas. 
 
Artículo 2º: Actividades para realizarse por parte del Ministerio 





 En casos de urgencia y peligro en la demora, antes de iniciarse 
formalmente la investigación, el Fiscal podrá solicitar al Juez Penal, dicte 
motivadamente y por escrito, la detención preliminar hasta por 
veinticuatro horas cuando no se da el supuesto de flagrancia.  
Iniciada la investigación preliminar, exista o no flagrancia, el Fiscal podrá 
pedir al Juez Penal la emisión de las medidas coercitivas establecidas 
en los artículos 135º y 143º del Código Procesal Penal, aprobado por el 
Decreto Legislativo Nº 638. 
El Juez Penal, una vez recibida la solicitud, deberá resolver de 
inmediato el otorgamiento o denegatoria de los pedidos a que se refieren 
los párrafos anteriores. 
 
Artículo 3°: Orden de detención. 
Habiendo ordenado el Juez Penal la detención preventiva 
solicitada por el Fiscal, este deberá ser puesta en conocimiento de la 
Policía Nacional del Perú a la brevedad posible, de manera escrita bajo 
cargo, quien la ejecutará de inmediato. 
Sin perjuicio de lo expuesto en el párrafo anterior y debido a 
circunstancias extraordinarias podrá ordenarse el cumplimiento del 
mandato judicial por correo electrónico, facsímil, telefónicamente u otro 
medio de comunicación válido que garantice la veracidad del mandato 
judicial 
.  
Artículo 4°: Concepto de flagrancia  





flagrancia cuando la realización del acto punible es actual y, en esa 
circunstancia, el autor es descubierto, o cuando el agente es perseguido 
y detenido inmediatamente de haber realizado el acto punible o cuando 
es sorprendido con objetos o huellas que revelan que acaba de 
ejecutarlo.  
 
Ley Nro. 27936 de condiciones del ejercicio de la legítima defensa 
El acápite b del inciso 3) del artículo 20° de código Penal se refiere a la 
necesidad del medio empleado en el requisito de la legítima defensa. Se 
precisa que la legítima defensa se deriva de las circunstancias de, la 
intensidad, la peligrosidad de la agresión y el criterio de 
proporcionalidad. En esto último se toma en cuenta los medios 
equivalentes (arma blanca con arma blanca, arma de fuego con arma de 
fuego). 
Con la modificación introducida por la Ley N° 27936 referida a la 
necesidad del medio empleado, se excluye el criterio de 
proporcionalidad. Solo se debe tener presente las circunstancias que se 
producen los hechos. 
Si se abre instrucción el Juez deberá solo disponer mandato de 
comparecencia, si existen indicios validos de legítima defensa (artículo 3 
de la Ley N° 27936). 
El nuevo procedimiento establecido para los casos  de legitimas 
defensa también se extiende para el supuesto de actuar en el 






Ley Nro. 27938 autoriza la asignación en uso de los bienes 
incautados en casos de delitos de secuestro o contra el patrimonio, 
cometidos en banda.  
El objetivo de la Ley es que el juez penal ponga a disposición del 
Ministerio del Interior los bienes inmuebles , vehículos y equipos de 
comunicación e informáticos incautados durante la investigación 
preliminar y el proceso penal que hayan sido utilizados o provengan de 
la perpetración de delitos de secuestro o contra el patrimonio, cometidos 
en banda , para su asignación en uso para el servicio oficial de la Policía 
Nacional, Poder Judicial, Ministerio Público y Ministerio de Justicia , a fin 
de que sean utilizados directamente para la lucha contra la criminalidad 
organizada. 
        La Ley N° 27938 introduce las modificaciones  siguientes: 
- Se establece la forma de devolución de bienes de los agraviados o 
terceros los cuales deberán acreditar su propiedad. 
- Señala que en el caso de dictarse sentencia absolutoria o resolución 
de  efecto equivalente, se dispondrá la devolución del bien incautado 
a su propietario, disponiéndose el pago correspondiente por la 
entidad que hizo uso del mismo. 
- Dispone que en caso de dictarse sentencia condenatoria, una vez 
consentida esta, los bienes incautados y decomisados serán 
adjudicados definitivamente al estado y afectados en uso a favor de 






Ley Nº 27972, Ley Orgánica de Municipalidades. Art. 85°: Las 
municipalidades brindan servicios de Seguridad Ciudadana. 
Artículo 85°: Las Municipalidades, en seguridad ciudadana, son 
responsables de establecer un sistema de Seguridad Ciudadana en su 
jurisdicción, con la participación de la Policía Nacional y la sociedad civil;   y 
normar el establecimiento de los servicios de serenazgo, vigilancia ciudadana, 
rondas urbanas o similares, de nivel distrital o de centros poblados en la 
jurisdicción provincial,  de acuerdo a ley. 
En el capítulo II, respecto a las competencias y funciones 
específicas de las municipalidades provinciales y distritales, existen 
varios aspectos que por su naturaleza integral son de responsabilidad 
compartida, particularmente con la Policía Nacional. 
En cuanto al tránsito, vialidad y transporte público (artículo 81), las 
municipalidades controlan, con el apoyo de la Policía Nacional, el 
cumplimiento de las normas de tránsito y de transporte colectivo. Así 
mismo ejercen la función de supervisión del servicio público de 
transporte provincial de su competencia, contando con el apoyo de la 
PNP., asignada al control del tránsito. 
En el tema de seguridad ciudadana (artículo 85), las 
municipalidades provinciales tienen como función  ―Establecer un 
sistema de seguridad ciudadana, con participación de la Sociedad Civil y 
la PNP., y normar el establecimiento de los servicios de serenazgo, 
vigilancia ciudadana, rondas urbanas, campesinas o similares, de nivel 
distrital o de centros poblados  en la jurisdicción provincial‖. ―Coordinar 





Nacional el servicio interdistrital de serenazgo  y seguridad ciudadana. 
 
Esta Ley no se contrapone con los objetivos del Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana, por el contrario fortalece el trabajo 
multisectorial, teniendo en la comunidad y la Policía Nacional sus 
principales soportes. 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL  
1) CODISEC Comité Distrital de Seguridad Ciudadana  
2) CONASEC Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana  
3) METAS Cuantificación de los objetivos. Quiere decir una cifra o una 
cantidad, por ejemplo personas que se van a atender o capacitar, 
que puede ser medida estadísticamente.  
4) MULTISECTORIAL Organización colectiva y coordinada entre 
sectores del Estado y/o privados.  
5) NIVEL SOCIO-ECONÓMICO Estratos o grupos diferenciados por 
clase o condición económica.  
6) OBJETIVOS Aplicación práctica de las políticas. Son cursos de 
acción que conducen al logro de una finalidad o meta.  
7) POLÍTICAS Grandes lineamientos que posibilitan la acción conjunta 
para el logro de determinados objetivos. Son grandes líneas de 
acción que se trazan con carácter normativo, desde nivel más alto de 
la administración pública o privada.  
8) SECRETARÍA TÉCNICA Órgano técnico ejecutivo y de coordinación, 





la política, los planes, programas y proyectos de seguridad 
ciudadana para su aprobación.  
9) SECRETARIO TÉCNICO Máximo representante de los Comités de 
Seguridad Ciudadana (Regional, Provincial y Distrital)  
10)  SEGURIDAD CIUDADANA Acción integrada que desarrolla el 
Estado, con la colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar 
su convivencia pacífica, la erradicación de la violencia y la utilización 
pacífica de las vías y espacios públicos. Del mismo modo contribuir a 
la prevención de la comisión de delitos y faltas.  
11)  DELITO En sentido estricto, es definido como una conducta, acción 
u omisión típica (tipificada por la ley), antijurídica (contraria al 
Derecho), culpable y punible. Supone una conducta infraccional del 
Derecho penal, es decir una acción u omisión tipificada y penada por 
la ley.  
12) TIPO DE DELITO 
 Contra la vida, el cuerpo y la salud, comprende: homicidio, aborto, 
lesiones y otros. 
 Contra la familia, comprende: omisión contra la patria potestad, 
omisión asistencia familiar, matrimonio ilegal y delito contra el 
estado civil. 
 Contra la libertad, comprende: violación de libertad personal, 
violación de la intimidad, violación de domicilio, violación de la 
libertad sexual, proxenetismo, ofensa, pudor público, otros. 





estafas y otras defraudaciones, fraude en la administración, 
delitos informativos, daños simples y otros. 
 Contra la seguridad pública, comprende: peligro común, tráfico 
ilícito de drogas, micro comercialización de drogas, tenencia ilegal 
armas y otros, etc.   
13) FALTAS Actos ilícitos penales que lesionan los derechos 
personales, patrimonio y sociales pero que, por su intensidad, no 
constituye delitos las faltas son infracciones que la Ley castiga con 
pena leve. 
 
TIPO DE FALTA 
 Contra la persona, comprende: lesión dolosa, maltrato sin lesión, 
agresión sin daño y otros. 
 Contra el patrimonio, comprende: hurto, daños materiales, 
usurpación breve, ingreso de animales en inmuebles ajenos, 
organización o participación en juegos prohibidos y otros. 
 Contra las buenas costumbres, comprende: perturbaciones de la 
tranquilidad, proposiciones inmorales o deshonestas, suministrar 
bebidas alcohólicas a menores y otros. 
 Contra la seguridad pública, comprende: conducir vehículos o 
animales a excesiva velocidad, arrojo de basura en la calle o 
propiedad ajena y otros. 
 







2.4.  HIPÓTESIS 
2.4.1  Hipótesis general 
Las acciones estratégicas aplicadas son efectivas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana en la Provincia de San Román. 
2.4.2 Hipótesis específicas 
- El enfoque intergubernamental de los tres niveles de gobierno debe 
ser en armonía con los planes locales, regionales y nacionales de 
seguridad ciudadana. 
- Se requieren los recursos económicos, logísticos y tecnológicos para 
enfrentar la inseguridad ciudadana. 
- Los organismos públicos y privados vinculados a la materia y la 
sociedad en su conjunto, deben asumir el compromiso de apoyar y 
participar activamente en las acciones estratégicas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana. 
- El gobierno local, Policía Nacional y las Juntas Vecinales constituyen 
los actores principales para enfrentar la inseguridad ciudadana. 
- El Ministerio Público, los poderes del Estado, el Gobierno Regional, 
Defensoría del Pueblo, Rondas Campesinas, medios de 
comunicación Social y el Colegio de Abogados, son los demás 
actores para enfrentar la inseguridad ciudadana, siendo por ello una 
responsabilidad compartida. 
 
2.5.  VARIABLES E INDICADORES 









Gobierno central  
 
2.5.2  Segunda variable  
Inseguridad Ciudadana  
Indicadores: 
Actores principales 





2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 



















1.3. Compromiso de  
organismos 
1.1.1. Gobierno Local 
1.1.2. Gobierno Regional 

























2.2. Demás actores 
2.1.1. Gobierno Local 
2.1.2. Policía Nacional 
2.1.3. Juntas Vecinales 
 
2.2.1. Ministerio Público 
2.2.2. Poder Judicial 
2.2.3. Poder Ejecutivo 
2.2.4. Poder legislativo 
2.2.5. Gobierno Regional 
2.2.6. Defensoría del Pueblo 
2.2.7. Rondas Campesinas 
2.2.8. Medios de Comunicación 













METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
En todo estudio o investigación es de importancia fundamental que los 
hechos y relaciones que se establece, a partir de los resultados 
obtenidos o nuevos conocimientos; tengan el grado máximo de exactitud 
y confiabilidad.  
Para ello se planea una metodología o procedimiento ordenado 
que se sigue para establecer lo significativo de los hechos y fenómenos 
hacia los cuales está encaminado el significado de la investigación.  
Para el presente trabajo de investigación se utilizaron los 
siguientes:  
a. Método sintético: Este método nos sirve para analizar el problema 





b. Método deductivo: Para el análisis y la observación se utilizó el 
método hipotético deductivo, que permite contrastar en la realidad 
una conjetura a partir de un marco teórico que llevará a demostrar 
nuestra segunda variable, a partir de un modelo correlacional en un 
determinado momento del tiempo, llamado también estudio 
transversal, lo que significa que nuestra investigación será de tipo 
descriptivo no experimental y retrospectivo, porque se efectuo entre 
los años 2014 al 2015. 
c. Método analítico: Nos permitió analizar las causas del problema 
planteado y sus efectos.  
d. Método inductivo: Nos permitió ver el problema de manera 
particular para llegar a una conclusión.  
 
3.2  DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
3.2.1. Nivel y tipo 
Según el criterio de la naturaleza de la investigación, es una investigación 
descriptiva; persigue describir o acercarse al problema estudiado, sino que 
intenta encontrar las causas y efectos entre las variables del mismo. Según el 
propósito de la investigación es básica.  (CHARAJA  C. F: 2011) 
 
3.2.2. Diseño 
El diseño de la investigación entendida como el conjunto de estrategias 
procedimentales y metodológicas definidas y elaboradas previamente 
para desarrollar el proceso investigativo, guiando los propósitos y 





es de carácter no experimental y cuyo diseño es el descriptivo.19 
DISEÑO ESPECÍFICO 
Para el  presente estudio  se estableció el diseño: 
M = muestra 
p= Primera variable 
q= segunda variable 
p -------------------------- M --------------------- q 
 
3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 
a. Población  
La población de estudio está constituida por pobladores de la 
provincia de San Román  durante el año 2015. 
b. Muestra 
El método utilizado para el muestreo es el de probabilística de tipo 
sistemático aleatorio. 




Z: Limites de confianza para generalizar resultados: 95% 
P q: Campo de variabilidad del fenómeno a investigar. P, representa a 
los aciertos y q a los errores. 
E: Nivel de precisión Z: 1,96 
P: 0.956=0.96 
                                                          
19 CHARAJA  C. F. ―El MAPIC en la metodología de la investigación‖ PP. 161. Sagitario 








N: (0.95) (0.044) (1.96)2 
    (0.05)2 
N: 58 personas 
La muestra se ajusta a través de la fórmula 
N= n 
1 + n-1 
       N 
N= 1+ 58 – 1 
  550 
N= 52 
La muestra elegida para el trabajo de investigación será de 52 personas. 
 
3.4 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
3.4.1. Técnicas  
Para el presente estudio de investigación, se utilizaron las siguientes 
técnicas: Entrevista. Cuestionario. 
La entrevista 
Se utilizaron para efectos de obtención de la información 
relacionada con la variable inseguridad ciudadana y sus componentes. 
 La encuesta 
 Esta técnica de recolección de  información es la más utilizada 





través de interrogantes relacionadas  entre  las dimensiones de la 
variable y sus indicadores. 
3.4.2. Instrumentos 
Los resultados de la entrevista, cuestionarios elaborados, usb, copias 
fotostáticas, mini grabadora para entrevista estructurada, movilidad, 
revistas especializadas, libros. 
Para la impresión; papel bond de 80 gramos, tinta para impresora, 














RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
La provincia de San Román es una de las 13 provincias que conforman la 
región Puno. Su extensión territorial es de 2 277,63 km2 y se divide en cuatro 
distritos: Cabana, Cabanillas, Caracoto y Juliaca. Limita por el norte con la 
provincia de Azángaro y la provincia de Lampa, por el este con la provincia de 
Huancané, por el sur con la provincia de Puno, por el oeste con la región 
Arequipa y la región Moquegua.  
Ubicación de la provincia de San Román. 
Población y densidad demográfica de la provincia de San Román  









CUADRO N° 01 
 







Hab./Km2 Total % 
San Román 240,776 100.00 2,278 105.71 
Juliaca 225,146 93.51 533 422.04 
Cabana 4,392 1.82 191 22.97 
Cabanilla (Deustua) 5,180 2.15 1,267 4.09 
Caracoto 6,058 2.52 286 21.19 
 
Fuente: INEI,  Censo  Nacional  2007: XI  de  Población   y  VI  de  Vivienda,  Elaboración  Equipo 
Técnico PDC/MPSR-J/GPP/PPCT 
 
 CUADRO N° 02 
 
Provincia de San Roman: Población Proyectada al 2021, Según Distritos 
Año Juliaca Cabana Cabanillas Caracoto San Román 
2007 225,146 4,392 5,180 6,058 240,776 
2008 231,558 4,505 5,202 6,214 246,990 
2009 238,152 4,622 5,223 6,375 253,364 
2010 244,935 4,741 5,245 6,539 259,903 
2011 251,910 4,863 5,267 6,708 266,611 
2012 259,084 4,989 5,289 6,881 273,491 
2013 266,463 5,118 5,311 7,059 280,550 
2014 274,051 5,250 5,333 7,241 287,790 
2015 281,856 5,385 5,355 7,428 295,218 
2016 289,883 5,524 5,378 7,619 302,837 
2017 298,138 5,667 5,400 7,816 310,652 
2018 306,629 5,813 5,422 8,018 318,670 
2019 315,361 5,963 5,445 8,225 326,894 
2020 324,342 6,117 5,468 8,437 335,330 
2021 333,579 6,275 5,491 8,655 343,984 
 
Fuente: INEI,  Censo  Nacional  2007: XI  de  Población   y  VI  de  Vivienda,  Elaboración  Equipo 
Técnico PDC/MPSR-J/GPP/PPCT 
 
Luego de la ejecución, procesamos los datos cuyos resultados presentamos. 
 
4.1.  DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN ACTUAL 
 Existen múltiples indicadores para medir la situación de inseguridad, la 




homicidios, la victimización, la percepción de inseguridad, la confianza en las 
instituciones y la situación del sistema penitenciario. 
Presenta una serie de problemas de inseguridad en diferentes lugares  
de  su  jurisdicción,  problemas  de  índole  delincuencial,  tales  como:  
Robos, asaltos,  consumo  de  bebidas  alcohólicas,  pandillaje,  
drogadicción,  comercio ambulatorio,  falta  de señalizaciones  y  
semaforización  en  las  vías  de  tránsito,  trabajo  infantil  y violencia 
familiar; estos se agravan dependiendo del sector en el que se les ubica. 
 
PUNTOS CRÍTICOS EN VIOLENCIA E INSEGURIDAD DE LA PROVINCIA 
DE SAN ROMÁN 
 Se muestra el mapeo delictivo para cada uno de las (06) 
 Zonas, principales hechos delictivos que se producen en el  distrito de 
 Juliaca, basados en los resultados de las estadísticas  integradas. 
 La Seguridad Ciudadana constituye una de los principales 
 puntos del  Distrito de Juliaca y como política se ha previsto mejorar 
 la seguridad  local, Para el ejercicio del año 2014 se va a continuar 
 con las seis (06)  zonas de seguridad establecidas en el año 2013 
 para la distribución, organización y operatividad. 
 Es preciso señalar que esta zonificación obedece al  cumplimiento 
 del  patrullaje de las calles, avenidas, emergencia de accidentes 
 de tránsito, peatonal, faltas y violencia familiar, la zonificación permite 
 implementar los planes de seguridad ciudadana y las actividades que 




• Las 06 Zonas de Seguridad Ciudadana de Serenazgo Municipal, que 
 conforman el Distrito de Juliaca en función a las 225 agrupaciones 
 poblacionales. 
• Límites geográficos de las 06 zonas de seguridad 
• Mapa de las 06 zonas de seguridad del servicio brindado. 
 
PUNTOS CRÍTICOS DE MAYOR INCIDENCIA DELICTIVA 
1. Jr. Piérola con Jr. Libertad 
2. Jr. 8 de Noviembre 
3. Jr. Moquegua, Jr. Libertad Parque primero de Mayo con Jr. Tumbes 
4. Jr. Huancané, Jr. Libertad, Jr. 8 de Noviembre, Jr. Tumbes 
5. Jr. Sucre, Jr. Libertad, Jr. 8 de noviembre, Jr. Tumbes. 
6. Jr. Sucre con Jr. Mariano Núñez 
7. Jr. Cahuide Jr. Mariano Núñez, Jr. Tumbes, Jr. Apurímac Jr. Velarde 
Soto 
8. Plaza las Mercedes 
9. Plaza San José 
10. Plaza los Collas 
11. Cono Sur 
12. Plaza 24 de octubre 
13. Mercado Santa Barbará 
14. Jr. Huáscar con Jr. Ayacucho 
15. Centro comercial N° 2 




PUNTOS CRÍTICOS  EN VIOLENCIA E INSEGURIDAD CIUDADANA 
RIESGO Y ALTO, MEDIANO, BAJO 
   CUADRO N° 03 
LUGARES DE MAYOR INCIDENCIA DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO  
PROBLEMÁTICA EN EL ÁMBITO SOCIAL (VÍAS DE TRANSITO). 
SUB ZONA 1:A 
ACCIDENTES DE TRÁNSITO Y VIOLENCIA FAMILIA CONSTANTES 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 PLAZA BOLOGNESI 1 
CENTRO DE 
JULIACA 
2 JR. PIURA CON HIPÓLITO UNANUE 4   
3 JR. LORETO CON JR. MARIANO NÚÑEZ 4   
4 JR. 9 DE DICIEMBRE CON JR. HIPOLITO U. 4   
5 PASAJE SANTA ELIZA CON JR. SAN ROMÁN 1   
6 JORGE CHÁVEZ CON JR. MARIANO NÚÑEZ  6   
7 JR. MANUEL PRADO CON JR. MILAGROS 5   
8 JR. BRACESCO CON JR. PIURA 3   
9 JR. UNIÓN CON JR. BOLÍVAR 2   
10 JR. TÚPAC AMARU CON JR. MILAGROS 1   
  total 31   
 
SUB ZONA 5:H 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 JR. HÚASCAR CON JR. JUNÍN 7 
URB. 
BELLAVISTA 
2 JR. DOS DE MAYO CON JR. JUNÍN 7   
3 JR. INCA GARCILAZO DE LA V. CON JR. JÁUREGUI 5   
4 JR. JÁUREGUI CON JR. JUNÍN 7   
5 JR. CALIXTO ARÉSTEGUI CON JR. JUNÍN 7   
6 JR. HUAYNA ROQUE CON AV. JOSE OLAYA 5   
7 JR. LOS INCAS CON AV. CIRCUNVALACIÓN 3   
8 AV. HEROES DEL PACÍFICO CON AV. CIRCUNVALACIÓN 3   
9 AV. FEREAL CON JR. SANDIA 2   
10 JR. MANUEL PARDO CON JR. AV. FERIAL 6   
11 JR. JOSÉ ANTONIO ENCINAS CON JR. SANDIA 8   
12 PASAJE CON JR. ARESTEGUI 1   
13 JR. JOSÉ GÁLVEZ CON JR. SANDIA 7   
14 JR. COLÓN CON JR. SANDIA 5   




16 JR. RICARDO PALMA CON JR. SANDIA 6   
17 JR. LAMPA CON JR. CALIXTO ARÉSTEGUI 5   
18 PSJE. SAN SEBASTIÁN CON JR. LAMPA 1   
19 PASAJE HUANARROQUE 1   
20 PSJE. RICARDO PALMA CON AV. JOSÉ OLAYA 1   
21 JR.HUAYNARROQUE CON AV. JOSÉ OLAYA 2   
22 COMPLEJO LA BOMBONERA 1   
23 CEMENTERIO CENTRAL 1   
24 JR. RICARDO PALMA CON AV. ALMIRANTE GRAU 5   
25 PSJE. LOS TRES REYES CON AV. ALMIRANTE GRAU 1   
  TOTAL 101   
     
   CUADRO N° 04 
 PATRULLAJE  DISUASIVO  ANTE  LA  PRESENCIA  DE  PERSONAS  DE  LO 
 AJENO,  ESTADO  DE  EBRIEDAD, TEROCALEROS  Y  OTROS  EN LUGARES 
 PÚBLICOS 
SUB ZONA 1:A 
ITEM JIRONES CUADRAS URB. O BARRIOS 
1 PLAZA BOLOGNESI 1 
CENTRO DE 
JULIACA 
2 JR. PIURA CON HIPÓLITO UNANUE 4   
3 JR. LORETO CON JR. MARIANO NÚÑEZ 4   
4 JR. 9 DE DICIEMBRE CON JR. HIPOLITO U. 4   
5 PASAJE SANTA ELIZA CON JR. SAN ROMÁN 1   
6 JORGE CHÁVEZ CON JR. MARIANO NÚÑEZ  6   
7 JR. MANUEL PRADO CON JR. MILAGROS 5   
8 JR. BRACESCO CON JR. PIURA 3   
9 JR. UNIÓN CON JR. BOLÍVAR 2   
10 JR. TÚPAC AMARU CON JR. MILAGROS 1   
  TOTAL 31   
 
SUB ZONA 5:H 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 JR. HÚASCAR CON JR. JUNÍN 7 
URB. 
BELLAVISTA 
2 JR. DOS DE MAYO CON JR. JUNÍN 7   
3 JR. INCA GARCILAZO DE LA V. CON JR. JÁUREGUI 5   
4 JR. JÁUREGUI CON JR. JUNÍN 7   
5 JR. CALIXTO ARÉSTEGUI CON JR. JUNÍN 7   




7 JR. LOS INCAS CON AV. CIRCUNVALACIÓN 3   
8 AV. HEROES DEL PACÍFICO CON AV. CIRCUNVALACIÓN 3   
9 AV. FEREAL CON JR. SANDIA 2   
10 JR. MANUEL PARDO CON JR. AV. FERIAL 6   
11 JR. JOSÉ ANTONIO ENCINAS CON JR. SANDIA 8   
12 PASAJE CON JR. ARESTEGUI 1   
13 JR. JOSÉ GÁLVEZ CON JR. SANDIA 7   
14 JR. COLÓN CON JR. SANDIA 5   
15 AV. JOSÉ OLAYA CON JR. RICARDO PALMA 4   
16 JR. RICARDO PALMA CON JR. SANDIA 6   
17 JR. LAMPA CON JR. CALIXTO ARÉSTEGUI 5   
18 PSJE. SAN SEBASTIÁN CON JR. LAMPA 1   
19 PASAJE HUANARROQUE 1   
20 PSJE. RICARDO PALMA CON AV. JOSÉ OLAYA 1   
21 JR.HUAYNARROQUE CON AV. JOSÉ OLAYA 2   
22 COMPLEJO LA BOMBONERA 1   
23 CEMENTERIO CENTRAL 1   
24 JR. RICARDO PALMA CON AV. ALMIRANTE GRAU 5   
25 PSJE. LOS TRES REYES CON AV. ALMIRANTE GRAU 1   
  TOTAL 101   
 
     CUADRO N° 05 
 LOCALES  DONDE  SE  ATENTA  CONTRA  LA  MORAL  PÚBLICA  Y  OTROS 
 LUGARES. 
 CANTINAS  BARES  Y  CHICHERÍAS  Y OTROS 
SUB ZONA 1:A 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 PLAZA BOLOGNESI 1 
CENTRO DE 
JULIACA 
2 JR. PIURA CON HIPÓLITO UNANUE 4   
3 JR. LORETO CON JR. MARIANO NÚÑEZ 4   
4 JR. 9 DE DICIEMBRE CON JR. HIPOLITO U. 4   
5 PASAJE SANTA ELIZA CON JR. SAN ROMÁN 1   
6 JORGE CHÁVEZ CON JR. MARIANO NÚÑEZ  6   
7 JR. MANUEL PRADO CON JR. MILAGROS 5   
8 JR. BRACESCO CON JR. PIURA 3   
9 JR. UNIÓN CON JR. BOLÍVAR 2   
10 JR. TÚPAC AMARU CON JR. MILAGROS 1   





SUB ZONA 1:B 
ITEM JIRONES CUADRAS URB. O BARRIOS 
1 JR. BOLÍVAR CON JR. SANTA CRUZ 5 
CENTRO DE 
JULIACA 
2 JR. CALIXTO ARESTEGUI CON JR. JUNÍN 5   
3 JR. JÁUREGUI CON JR. JUNÍN 4   
4 PLAZA DE ARMAS 1   
5 JR. DOS DE MAYO CON JR. SAN ROMÁN 4   
6 JR. AYACUCHO CON JR. DOS DE MAYO 3   
7 JR. SALAVERRY CON PLAZA DE ARMAS 3   
8 JR. JUNÍN CON PSJE SANTA CRUZ 3   
9 JR. ICA CON PSJE LA CULTURA 1   
10 JR. CUZCO CON JR. MARIANO NÚÑEZ 1   
  TOTAL 30   
 
SUB ZONA 1:C 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 LAGUNA TEMPORAL   
CENTRO DE 
JULIACA 
2 JR. ICA CON JR. SANDIA 2   
3 JR. CARLOS LAVAGÑA CON LAGUNA TEMPORAL 4   
4 JR. SALVERRY CON JR. LADISLAO BUTRÓN 2   
5 JR. AYACUCHO CON JR. LIMA 2   
6 JR. LIMA CON LA LAGUNA TEMPORAL 5   
7 JR. MARIANO NÚÑEZ CON JR. IGNACIO 5   
8 JR. LIBERTAD CON JR. CAHUIDE 5   
9 PSJE PRIMERO DE MAYO CON LIBERTAD 1   
10 CENTRO COMERCIAL NÚMERO DOS 1   
11 JR. PALESTINA CON JR. HUAYNA CAPAC 1   
12 JR. 8 DE NOVIEMBRE CON JR. CAHUIDE 7   
13 JR. SAN MARTÍN CON JR. TUMBES 3   
14 PLAZA VEA CON PLAZA REAL 1   
15 JR. PIÉROLA CON JR. TUMBES 2   
16 JR. MOQUEGUA CON JR. TUMBES 3   
17 JR. LAMBAYEQUE CON JR. TUMBES 4   
18 JR. SUCRE CON JR. IGNACIO 2   
  TOTAL 50   
 
SUB ZONA 1:F 
ITEM JIRONES CUADRAS 
URB. O 
BARRIOS 
1 MERCADO PEDRO VILCAPAZA 1 
BARRIO 
PEDRO V. 




3 JR. ENRIQUE P.C. CON AV. CIRCUNVALACIÓN 5   
4 JR. SUCRE CON JR. AV. CIRCUNVALACIÓN 6   
5 JR. LAMBAYEQUE CON JR. GONZALES PRADA 5   
6 COLEGIO JOSÉ ANTONIO ENCINAS 1   
7 AV. EL MAESTRO CON MERCADO PEDRO V. 4   
8 JR. BENIGNO BALLÓN CON JR. CAHUIDE 5   
9 JR. RAÚL PORRAS B. CON JR. GONZALES PRADA 5   
  TOTAL 37   
 
PROBLEMÁTICA EN EL ÁMBITO DE EDUCACIÓN. 
Abandono y/o deserción escolar, consumo de alcohol y drogas, en 
las zonas mencionadas: 
Cerro Huaynarroque 
Cerro Espinar 
Cerro Santa Cruz 









Embarazo en edad escolar. 
Zonas rurales y marginales 
 




 Mercado cerro colorado 
 Urb. La Florida 
 Laguna Temporal 
 Av. 3 de Octubre (detrás del colegió PERÚ BIRF) 
 Urb. La Capilla (Espaldas del tecnológico) 
 Complejo Santa Rosa 
 Puente Ccaccachi y puente Maravillas 
 Cerro Huaynarroque (Plataforma Huaynarroque) 
 
4.1.1. Homicidios 
Durante el año 2012, el ranking de violencia homicida en el Perú fue 
encabezado por Tacna (35.6), Tumbes (25.4), Ucayali (23.0) y Arequipa 

















CUADRO N° 06 
 
4.1.2. Victimización 
Los primeros años de los noventa (1990-1995) tuvieron la tasa de 
denuncias de delitos presentadas por el público ante la Policía por 100 




que llegaron a los 1170 y 1255 los años 1992 y 1993. Desde entonces, 
la tasa fue cayendo significativamente hasta llegar a 506 el año 2007, la 
más baja de todo el período, para volver a subir de manera sostenida y 
llegar a los 846 el 2012, la cuarta más alta. 
 
CUADRO N° 07 
 
 
Después de llegar a una tasa por 100 mil habitantes a 914 entre 
los años 1990 y 1995, las denuncias de faltas ante la Policía cayeron y 
se ubicaron encima de los 600 los quinquenios 1996-2000 y 2001-2005, 
para luego incrementarse y superar los 700 los últimos años.  




CUADRO N° 08 
 
El 2012 el ranking de victimización personal de la ENAPRES, fue 
encabezado por las regiones del Cusco (45.5 %), Puno (42.0 %), 
Apurímac (41.4 %), Tacna (41.2 %) y Lima (40.0 %). En el otro extremo, 
se ubicaron Amazonas (20.0 %), San Martín (20.1 %), Cajamarca (25.6 
%), Lambayeque (27.8 %), Ica (28.8 %), Ayacucho (29.3 %) y Loreto 
(29.4 %). 




























La ENARES también muestra que, durante 2012, más de la mitad 
de las víctimas (53.7%) lo fue de dos o más hechos delictivos y que solo 
el 13.0% de las víctimas formuló la denuncia correspondiente20. Peor 
                                                          
20INSTITUO NACIONAL DE ESTADISTICA E INFORMÁTICA – INEI (2013). Encuesta Nacional 
de Programas Estratégicos – ENARES 2012. Metodología y Cálculo de los Indicadores 2012. 




aún, apenas el 6.5% de las víctimas que denunciaron el hecho afirman 
que obtuvieron resultados positivos, como la detención del delincuente o 
la recuperación de los bienes sustraídos. 
 
El Ministerio del Interior y el Observatorio de la Criminalidad del 
Ministerio Público han determinado que los robos, los hurtos, las 
lesiones, los homicidios y la violación sexual son los que generan la 
mayor inseguridad ciudadana. 
   CUADRO N° 10 
Delitos  de mayor incidencia consensuados por representantes 
institucionales del Ministerio Público y el Ministerio del Interior 
Bien Jurídico Afectado Delito 
Contra el patrimonio 
Robo 
Hurto 
Contra la Vida, el cuerpo y la Salud 
Lesiones 
Homicidios 
Contra la libertad Violación libertad sexual 
Fuente: Elaboración propia, sobre la base de data consensuada MININTER - Ministerio Público Mayo 2013 
 
4.1.3. Percepción de inseguridad 
Una de las formas de medir la percepción de inseguridad es consultando 
a las personas sobre el temor que sienten frente a la posibilidad de ser 
víctimas de un delito en el futuro. Al respecto, el barómetro de las 
Américas da cuenta que en esta materia el Perú ha expresado una 







CUADRO N° 11 
 
 
El Perú fue uno de los once países latinoamericanos que el año 
2011 consideraban la delincuencia como su principal problema21. Las 
percepciones ciudadanas también dan cuenta de una creciente 
preocupación respecto a la delincuencia. Según Proética22, en el 2002, la 
delincuencia constituía el tercer problema más importante del país, solo 




                                                          
21CORPORACIÓN LATINOBARÓMETRO (2011). Informe 2011, Santiago de Chile, p. 72. 
22PROÉTICA (2012). VII Encuesta Nacional Sobre Percepciones de la Corrupción en el Perú 





4.1.4. Confianza en las instituciones 
- La evaluación de las instituciones, también llamada segurabilidad, hace 
referencia a la confianza ciudadana en que los delitos sean prevenidos 
o, en caso concurran, se investiguen y se sancionen. Esto se realiza 
consultando la opinión de los ciudadanos sobre la confianza en el 
desempeño de las instituciones de seguridad y justicia23. 
La corrupción alcanza a todas las instituciones públicas, el Poder 
Judicial, la Policía y el Congreso aparecen como las más vulnerables a 
esta y, a su vez, como las menos confiables para combatirla. 
CUADRO N° 12 
 
                                                          
23PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO – PNUD. Costa Rica 
(2006). Venciendo el Temor. (In)seguridad ciudadana y Desarrollo Humano en Costa Rica. 





4.1.5. Situación del Sistema Penitenciario Nacional 
La población del Sistema Penitenciario Nacional está compuesta por las 
personas procesadas con medidas de detención y las sentenciadas a 
pena privativa de libertad que se encuentran en los establecimientos 
penitenciarios, así como por las que han sido liberadas con beneficios 
penitenciarios de semilibertad o liberación condicional y quienes están 
sentenciadas a penas limitativas de derechos. A diciembre de 2012, la 
población total fue de 82,611 personas, de las cuales 61,390 estaban 
privadas de libertad (74.3 %) y 21,221 en los establecimientos de medio 
libre (25.7 %).  
   CUADRO N° 13 













de derechos 4738 
Fuente: Instituto Nacional Penitenciario, 2013. 
  
 Existe, pues, una brecha significativa entre la capacidad de 
albergue y la población privada de libertad que origina un grave 
problema de sobrepoblación, que llegó el 2012 al 101 %; vale decir, ahí 
donde deberían alojarse 100 internos hay 201. Esto indica que el último 




década pasada la situación era mejor, por cuanto la sobrepoblación 
promedio entre los años 2001 y 2003 era del 35.0%, ya era muy superior 
al límite del 20.0%, valor máximo establecido por las Naciones Unidas y 
el Comité Internacional de la Cruz Roja24. 
    











A diciembre de 2012, las ocho regiones en que está organizado el 
Instituto Nacional Penitenciario (INPE) se encontraban sobrepobladas.  
Para enfrentar el problema de la sobrepoblación, el INPE tiene 
previsto ampliar la capacidad de albergue en 17,972 nuevas plazas y 
remodelar 5484 plazas al año 2016. Esto se lograría mediante la 
construcción de 11 nuevos establecimientos penitenciarios y la 
rehabilitación integral y ampliación de 14 establecimientos ya existentes, 
con una inversión total de 1402 millones de nuevos soles. Los once 
nuevos establecimientos penitenciarios serían los de Tarapoto, 
                                                          
24INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO – INPE (2010). Políticas Penitenciarias 2010-2011, 




Yurimaguas, Juanjuí, Río Negro (Satipo), Chincha Alta, Cochamarca, 
Bagua Grande (Utcubamba, Amazonas), Pichari (Valle de los Ríos 
Apurímac, Ene y Mantaro-VRAEM), Abancay, Piedras Gordas III y 
Cusco. Los catorce establecimientos penitenciarios que serán objeto de 
rehabilitación integral y remodelación son los de Mujeres Tarapacá 
(Lima), Tambopata (Puerto Maldonado), Mujeres Trujillo, Mujeres 
Sullana, Pucallpa, Puno, Arequipa, Chachapoyas, Sicuani, Lampa, Río 
Seco (Piura), Chiclayo, Cajamarca y Quillabamba. 
 
4.2. CAUSAS MULTIDIMENSIONALES DE LA INSEGURIDAD 
 CIUDADANA 
La Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana 
(CONASEC), ha priorizado seis causas directas de la violencia y el 
delito, que se interrelacionan entre sí, a saber, los factores de riesgo 
social que propician comportamientos delictivos; los escasos espacios 
públicos seguros como lugares de encuentro ciudadano; la débil 
participación de los ciudadanos, la sociedad civil, el sector privado y los 
medios de comunicación social en la seguridad ciudadana; la baja 
calidad y cobertura del servicio policial; la deficiente calidad y acceso a 
los servicios de justicia; y, en general, la débil institucionalidad del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC). 
 
CAUSAS QUE PRODUCEN LA INSEGURIDAD CIUDADANA EN LA 
PROVINCIA DE SAN ROMÁN 
Desempleo: Un gran número de personas desempleadas atentan  contra 




hombres jóvenes). La tasa de desocupación entre las personas  de 15 
a 24 años llega al 13.2%, mientras que entre los pobladores de  25 
años a mas alcanza el 3.9%. 
 La Falta de Educación: Un niño que es analfabeto no sabe  diferenciar 
 entre lo bueno y lo malo; por lo que es una víctima latente  de caer en 
 la delincuencia, ya que no ha recibido una educación con  vista hacia 
 el futuro. 
  La Pobreza: Es una de las causas más marcadas en la provincia, 
 ya que muchas personas, por necesidad, llegan a realizar acciones 
 totalmente deshonrosas, a veces solo para llevar un pan a casa. 
 Partiendo de que estas personas no han recibido una buena 
 educación y tampoco se han formado con valores sociales. 
 
4.2.1. Factores de riesgo social que propician comportamientos 
delictivos 
Entre los primeros factores de riesgo social, se precisan los altos niveles 
de violencia contra las mujeres, los niños y adolescentes, el consumo de 
alcohol y drogas, las reducidas capacidades sociales y laborales de los 
jóvenes en riesgo, el abandono de las niñas, niños y adolescentes, y la 
carencia de cuidados parentales. 
Las Encuestas Demográficas y de Salud Familiar (ENDES), que 
aplica el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), dan 
cuenta de que, entre los años 2000 y 2011, el 40% de las mujeres entre 
15 y 49 años de edad alguna vez habrían sufrido violencia física y sexual 
por parte de su esposo o compañero en alguna oportunidad. Ese 




contra los niños y los ancianos en nuestro país, son superiores al 
promedio latinoamericano. En efecto, el latinobarómetro coloca al Perú 
como el octavo país con mayor violencia familiar contra esos grupos 
vulnerables entre 18 países de la región25. 
4.2.2. Escasos espacios públicos seguros como lugares de  
encuentro ciudadano. 
Entre los factores relacionados con la escasez de espacios públicos 
seguros, se identifican los insuficientes proyectos de renovación y 
recuperación urbana de espacios públicos para el disfrute de los 
ciudadanos, los pocos planes integrados entre la Policía y los 
serenazgos para la vigilancia y el patrullaje de las calles, las limitadas 
acciones de control y fiscalización de los mercados ilícitos, y la baja 
cultura de seguridad vial para reducir las muertes y lesiones por 
accidentes de tránsito. 
Los muertos y heridos en accidentes de tránsito en el país se 
incrementaron de manera importante en la última década. En efecto, 
entre los años 2000 y 2011, pasaron de 127 por 100,000 habitantes a 
178, lo que representó un incremento del 40.2%. Más de las dos 
terceras partes de los accidentes de tránsito (68%) se produjeron por 
causas directamente atribuibles a los conductores, como el exceso de 
velocidad, su imprudencia o ebriedad26.  
 
                                                          
25LAGOS, Marta Y DAMMERT, Lucia (2012). La Seguridad Ciudadana. El Problema de 
América Latina, Lima: Corporación Latinobarómetro, p. 15.  




4.2.3. Débil participación de los ciudadanos, la sociedad civil, el 
sector privado y los medios de comunicación social en la 
seguridad ciudadana 
Entre los factores vinculados a la débil participación ciudadana, de la 
sociedad civil organizada, del sector privado y de los medios de 
comunicación en la prevención de la violencia y el delito, también se 
incluye la falta de valores y de una cultura cívica respetuosa de la ley. 
Carrión27 pone especial atención en los medios de comunicación 
social. Estos – sostiene – venden la violencia en un nivel primario, lo 
cual permitiría construir una percepción a todas luces distorsionada del 
fenómeno, pudiendo magnificar la realidad, insensibilizar a la población 
local y alertar a la internacional. De esta manera, banalizan la violencia 
al insertarla en la vida cotidiana en vez de ayudar a erradicarla.  
El latinobarómetro 2011 señala, en relación con la cultura cívica, 
que solo el 12 % de peruanos afirma que cumplen la ley y el 17 % que 
son conscientes de sus obligaciones y deberes. Esos porcentajes ubican 
al país en el último puesto de ambos ranking, liderados por Uruguay con 
54%. 
 
4.2.4. Baja calidad y cobertura del servicio policial 
La baja calidad y cobertura del servicio policial se debería a varios 
factores: al escaso desarrollo organizacional de la Policía Nacional; a la 
insuficiente infraestructura y equipamiento; a la debilidad del régimen 
disciplinario y de lucha contra la corrupción de sus integrantes; a la baja 
                                                          
27CARRIÓN, Fernando (2002). Seguridad Ciudadana, ¿Espejismo o Realidad?. Quito, Facultad 




profesionalización de sus efectivos y su régimen laboral, que permite 
que los efectivos uniformados presten servicios para privados; al limitado 
sistema de información y comunicaciones; y a la escasa vigilancia y 
patrullaje de las calles.  
En la última década, solo uno de cada tres peruanos (34.2%) 
expresó su confianza en la institución policial, lo que da cuenta de una 
amplia desconfianza ciudadana28. 
Entre 1989 y 2005, mientras la población nacional se incrementó 
en 30 %, el número de policías se redujo en 27 %, pasando de 120 mil a 
poco más de 87 mil. Desde entonces, ese número se incrementó hasta 
llegar a 106,566 efectivos en enero de 2013, lo que representa un ratio 
de 286 habitantes por policía. El Observatorio Hemisférico de Seguridad 
de la OEA precisa que el Perú tiene más policías por habitantes que 
Guatemala, Nicaragua, Honduras, Argentina, Chile, Costa Rica, Brasil, 
Ecuador y República Dominicana.  
 
4.2.5. Deficiente calidad y acceso a los servicios de justicia  
La deficiente calidad del servicio de justicia guardaría relación con su 
reducida cobertura, la poca eficacia de la investigación criminal, la 
impunidad, la débil lucha contra la corrupción y la insuficiente 
capacitación de sus operadores, así como con la débil articulación de los 
componentes de la política criminal y los problemas del sistema 
penitenciario para la resocialización de los delincuentes. En efecto, la 
encuesta aplicada el 2011 por el latinobarómetro daba cuenta de que el 
                                                          
28CORPORACIÓN LATINOBARÓMETRO (2012). Informe de Prensa. Latinobarómetro 1995-




Perú es el país donde sus ciudadanos se sentían menos satisfechos con 
el funcionamiento del sistema judicial (11%), muy por debajo del 
promedio regional de satisfacción (30%). Esto conllevaría que la 
población considere que no se puede o no se quiere enfrentar 
adecuadamente la delincuencia, y que la impunidad de los delincuentes 
impulsa la reiteración del delito29. 
 
4.2.6. Débil institucionalidad del sistema nacional de seguridad 
ciudadana (sinasec) 
La debilidad institucional del SINASEC no ha permitido desarrollar un 
trabajo coordinado y articulado entre todos los responsables de luchar 
contra la inseguridad en el país. 
 
4.3.  PROPUESTAS PARA LOGRAR LA SEGURIDAD CIUDADANA 
Fortalecer los comités de seguridad ciudadana a nivel regional, 
provincial y distrital: Según la Defensoría del Pueblo, en el ―Reporte 
sobre el Funcionamiento de los Comités de Seguridad Ciudadana en el 
Ámbito Nacional en el 2009‖, no se han elaborado planes de seguridad 
ciudadana en el 23% de los Comités Regionales, en 60% de los Comités 
Provinciales y en 74% de los Comités Distritales. 
 
Integrar nuevas instituciones al Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana: Basándose en la realidad de las circunscripciones 
respectivas, se pueden incorporar a otras autoridades del Estado o 
representantes de las instituciones civiles. 
                                                          
29BASOMBRIO, Carlos (2007). Seguridad Ciudadana en América Latina. Una Propuesta del 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José de Costa Rica: Instituto 





Elaborar un diagnóstico de manera concertada y participativa 
Como paso previo al diseño del plan de seguridad ciudadana en la 
localidad se requiere contar con un diagnóstico realista de la situación, a 
fin de conocer los problemas que existen y cuáles son las medidas más 
adecuadas para solucionarlos. Ello incluye acciones tales como la 
elaboración de un mapa del delito. 
 
Elaborar o implementar el plan local de seguridad ciudadana con 
objetivos claros y alcanzables: El Plan debe vertebrar la acción de los 
tres actores fundamentales en la seguridad: la municipalidad, la PNP, y 
las juntas vecinales. Se requiere elaborar una estrategia de intervención 
realista que responda a los problemas prioritarios de la comunidad que 
involucre a diversos actores de manera coordinada, estableciendo 
plazos y compromisos, con un monitoreo y evaluación del plan 
desarrollado para garantizar resultados exitosos.  
 
No se trata de aspirar a poco sino de no perder de vista las 
fuerzas, las capacidades y los recursos que se pondrán en juego para el 
logro de los objetivos. 
 
El plan debe ser expresado en un lenguaje claro y sencillo, a fin 
de que pueda ser comprendido por todos los actores.  
 
Sus pasos o etapas deben guardar una secuencia lógica e ir 
acompañados de indicadores que permitan medir efectivamente el 





Forjar el carácter comunitario en la Policía Nacional: Mejorar 
sustantivamente la acción de la policía para la seguridad ciudadana junto 
con la municipalidad y las juntas vecinales. El énfasis central de la 
actividad policial debe estar centrado en la Policía Comunitaria. No se 
trata solo de la Oficina de Participación Ciudadana, toda la Policía debe 
tener como centro de su trabajo el carácter comunitario, planificando y 
ordenando el íntegro de su acción policial para que esté enlazada con la 
comunidad en consulta permanente y fiscalización conjunta. 
 
Es urgente que haya un cambio de actitud por parte de los 
agentes policiales, pasando de la desmotivación al espíritu de servicio y 
al compromiso, a fin de reconstruir el lazo de confianza que debe existir 
entre la Policía y la población. 
 
Se deben destinar mayores recursos a las comisarías, dotándolas 
por ejemplo con equipamiento informático, sistemas de comunicaciones 
eficientes y un mayor número de vehículos (patrulleros), los cuales 
permitirán entonces mejorar las condiciones de trabajo de los policías e 
incentivarlos a dar un mejor servicio. 
 
El apoyo en recursos para las comisarías no solamente puede ser 
logrado a través del Gobierno Central sino que también cabe invocar la 
intervención en este aspecto de los Gobierno Locales, quienes en virtud 
de la Ley N.° 29010, están facultados a disponer recursos a favor de la 
Policía Nacional a través de la suscripción de convenios con el Ministerio 
del Interior, en los cuales se debe especificar el equipamiento y/o la 
infraestructura para la cual están siendo destinados los recursos, los 




uso. Cabe precisar que esta disposición legal excluye expresamente de 
su ámbito de aplicación la adquisición de armas de fuego, municiones y 
armas químicas o eléctricas. 
 
Generar oportunidades laborales, educativas, deportivas y de 
recreación a través de alianzas estrategias y convenios, 
especialmente para los ciudadanos en riesgo y/o víctimas de la 
violencia y el delito: Junto con el aspecto punitivo, debe haber también 
una finalidad resocializadora.  
 
Incorporar los Juzgados de Paz Letrados en las Comisarias  y 
fortalecer los Centros de Conciliación y los Centros de Emergencia 
Mujer: Estamos ante la necesidad de que se instalen juzgados de paz 
letrados en comisarías, para administrar en forma expeditiva la justicia 
por hechos menores, que son los de mayor ocurrencia. Ellos cumplen un 
rol importante, básicamente dan una respuesta rápida e inmediata en la 
aplicación de sanciones en los casos de faltas, que muchas veces 
quedan impunes creando de esta manera una desconfianza por parte 
del ciudadano en el proceso de justicia. 
La idea principal es incentivar una cultura de denuncia ciudadana 
y de esta forma promover el cumplimiento de las penas alternativas de 
servicio a la comunidad con el concepto de justicia restaurativa. Con una 
efectiva coordinación entre las autoridades penitenciarias que vigilen y 





Asimismo, al ser la violencia familiar uno de los problemas 
vinculados a la seguridad ciudadana, resulta esencial el fortalecimiento 
institucional de los mecanismo de tratamiento de este problema, tales 
como los Centros de Conciliación, los Centros de Emergencia Mujer, 
Patrocinados por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, en 
los cuales se brindan servicios especializados y gratuitos, de atención 
integral y multidisciplinaria para víctimas de violencia familiar y sexual. 
Entre los servicios brindados por estos centros cabe mencionar los 
siguientes: orientación legal, defensa judicial, consejería psicológica, 
asistencia social, etc. 
 
Crear, mejorar y/o recuperar los espacios y vías públicas: El 
mejoramiento de los espacios públicos, tales como los parques y las 
plazas, implican a su vez un mejoramiento en la calidad de vida de los 
vecinos pues contribuyen a crear un ambiente de seguridad. 
Se debe propiciar la recuperación de los parques y alamedas a 
través de la vigilancia ciudadana y del patrullaje policial. La 
municipalidad debe preocuparse por la iluminación de las calles y 
avenidas. 
También conviene fomentar la realización de eventos culturales 
masivos, tales como funciones de teatro al aire libre o ferias 
gastronómicas, los cuales podrían ser organizados y/o auspiciados por 
las municipalidades, las empresas privadas o las organizaciones 




Se deben acondicionar losas deportivas y ciclo vías, a fin de crear 
espacios de esparcimiento y de integración entre los vecinos y sus 
familias. 
 
Implementar una política pública de preservación de la salud mental 
de los policías: Los policías por el trabajo que tienen - muchas veces de 
a pie se ven continuamente expuestos a situaciones de estrés y de 
tensión. En ese sentido, en muchos casos su salud mental puede verse 
seriamente afectada. 
 
En ese sentido, creemos que es de suma urgencia que el Estado 
implemente una política pública de preservación y garantía de la salud 
mental de los policías, la cual debe incluir acciones tales como el 
mejoramiento de los servicios de salud proporcionados por los hospitales 
policiales y la impartición de charlas sobre valores que inspiren a los 
policías a un cambio de actitud y a la reconstitución del lazo de 
confianza con la ciudadanía 
 
Realizar un trabajo conjunto entre la Policía Nacional y las juntas 
vecinales en las tareas de prevención del delito: No se trata, de que 
los vecinos salgan a confrontar directamente a los delincuentes por 
cuanto no es esa su función ni están adecuadamente capacitados para 
ello. De lo que se trata es que los vecinos colaboren estrechamente con 
los agentes policiales para prevenir los hechos delictivos, principalmente 




tales hechos. Ello requiere desde luego de juntas vecinales 
adecuadamente organizadas. 
 
Como ejemplo de experiencia exitosa en esta materia se puede citar a 
Arequipa de esta propuesta. 
 Convenio ―Serenazgo sin fronteras‖. Plan de coordinación entre 
municipios para que los límites territoriales entre las 
municipalidades no se constituyan en impedimento para que los 
serenos de los municipios puedan combatir a los delincuentes.  
 Incorporar el silbato como medio de alerta con señalas claramente 
establecidas y coordinadas: 1 toque – persona sospechosa / 2 
toques – vehículo sospechoso / 3 toques – hechos delictivos. 
 Armar cadenas telefónicas entre los vecinos para dar pronta alerta 
ante situaciones de emergencia. En ese sentido, puede resultar 
de mucha ayuda el otorgamiento de celulares RPM a los 
coordinadores de las juntas vecinales para que puedan 
comunicarse de manera eficaz y rápida directamente con los 
agentes policiales. 
 Campañas informativas dirigidas a los vecinos sobre la 
implementación del nuevo Código Procesal Penal y la Ley N.º 
29372, Ley del Arresto Ciudadano. 
 Implementar Juntas Vecinales de Protección Escolar, 
conformadas por los padres de familia, a través de los cuales se 
capacite a los colegiales con nociones básicas de seguridad 




 Implementar sistemas de cámaras de vigilancia. 
 Crear observatorios de victimización a nivel de las localidades, a 
fin de poder ir elaborando paulatinamente bases de datos 
fidedignas sobre los hechos delictivos que tienen lugar en el 
distrito, lo cual permitirá posteriormente contar con información 
adecuada para la toma de decisiones. 
 Implementar un Registro Municipal de Vigilantes Particulares. 
 
Es necesario conocer las reglas de juego, las disposiciones normativas, 
la realidad situacional de la circunscripción y de acuerdo a ello elaborar 
el plan o las propuestas y debiendo cada miembro del Comité o Sector 
tener responsabilidades para combatir la delincuencia. 
4.3.1 Aporte teórico – práctico 
 Se puede afirmar que el tema de la seguridad ciudadana es, 
actualmente, el tema que copa muchas de las expectativas de la 
población y que además constituye el interés de nuestra clase política. 
El sistema penal y seguridad ciudadana, si entendemos esta última en 
un sentido estricto, de mayor felicidad para los individuos concretos de 
una sociedad; ambos conceptos no son términos necesariamente 
correlativos.  
  La seguridad ciudadana forma parte de las preocupaciones 
cotidianas y del debate público en los países de la región. En el Perú, la 
percepción de inseguridad está creciendo y requiere de políticas que den 
respuestas adecuadas. En este contexto, los problemas de seguridad 





¿A qué nos referimos cuando hablamos de seguridad ciudadana? 
El concepto de seguridad ciudadana está relacionado con los derechos 
humanos vinculados a la vida, la integridad física, psíquica y moral de 
las personas y su patrimonio; responde a la necesidad de estar libres de 
temor y amenazas y está consignado en Constituciones y leyes, así 
como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas.  
En el caso peruano, la ley del Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana en su artículo segundo, señala que se entiende por 
Seguridad Ciudadana, la acción integrada que desarrolla el Estado, con 
la colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar su convivencia 
pacífica, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías 
y espacios públicos, así como la contribución a la prevención de la 
comisión de delitos y faltas.  
Muchas veces nos hemos sentido impotentes de no poder 
reaccionar ante un acto delictivo, y nos preguntamos el porqué, hay 
tanta inseguridad en las calles. La delincuencia hoy en día es común y 
va en aumento. El grado de peligrosidad en la ciudad, es de un índice 
muy alto. Y es por eso que se realizó un estudio en las zonas más 
frecuentes en las ciudades más importantes del país. Y así poder lograr 








PRIMERA: De acuerdo a los resultados obtenidos se concluye que La 
inseguridad actualmente se está generalizando. Esto debido a 
múltiples factores socio económicos cultural, lo cual trae como 
consecuencia la delincuencia en sus diferentes modalidades, 
como homicidios, abortos, lesiones, exposición a peligro o 
abandono de personas en peligro, violación de la libertad sexual, 
robo, tráfico Ilícito de drogas entre otros. Ilícitos todos ellos que 
conllevan al incumplimiento de las leyes; y atenten contra la 
seguridad de las personas y el patrimonio público y privado; de 
ahí que las acciones estratégicas aplicadas son efectivas para 
enfrentar la inseguridad ciudadana en la provincia de San Román. 
SEGUNDA: Así mismo en cuanto respecta a las coordinaciones para la 
seguridad ciudadana es preciso manifestar que el enfoque 
intergubernamental de los tres niveles de gobierno debe ser en 
armonía con los planes locales, regionales y nacionales de 
seguridad ciudadana. 
 
TERCERA: Luego es preciso concluir también que se requieren los recursos 
económicos, logísticos y tecnológicos para enfrentar la 
inseguridad ciudadana en todas sus formas de manifestaciones. 
 
CUARTA:   Finalmente se concluye que los organismos públicos y privados 




asumir el compromiso de apoyar y participar activamente en las 
acciones estratégicas para enfrentar la inseguridad ciudadana. 
QUINTA: El Gobierno Local, Policía Nacional y las Juntas Vecinales 
constituyen los actores principales para enfrentar la inseguridad 
ciudadana y así mismo se concluye que el ministerio público, los 
poderes del Estado, el Gobierno Regional, Defensoría del Pueblo, 
Rondas Campesinas, Medios de Comunicación Social y el 
Colegio de Abogados, son los demás actores para enfrentar la 






PRIMERA: Las acciones estratégicas aplicadas se deben priorizar para 
enfrentar la inseguridad ciudadana en la Provincia de San Román, 
según los factores socio económicos – cultural. 
 
SEGUNDA: El enfoque intergubernamental de los tres niveles de gobierno 
deben tener una armonía reciproca con los planes locales, 
regionales y nacionales de seguridad ciudadana. 
 
TERCERA: Se deben prever con prioridad los recursos económicos, logísticos 
y tecnológicos para enfrentar la inseguridad ciudadana. 
 
CUARTA: Los organismos públicos y privados vinculados a la materia y la 
sociedad en su conjunto, se debe buscar un apoyo participativo 
eficaz en las acciones estratégicas para enfrentar la inseguridad 
ciudadana. 
 
QUINTA: El Gobierno Local, Policía Nacional y las Juntas Vecinales el 
Ministerio Público, los Poderes del Estado, el Gobierno Regional, 
Defensoría del Pueblo, Rondas Campesinas, Medios de 
Comunicación Social y el Colegio de Abogados deben asumir su 









 BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO. 2003 Estrategia Para la 
Modernización del  Estado.  
 BASOMBRÍO, Carlos (2007). Seguridad Ciudadana en América Latina. Una 
Propuesta del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José de 
Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 
 BERNALES BALLESTEROS, Enrique. 2012 La Constitución de 1993: 
Veinte Años Después. 6ª Ed. Idemsa, Lima, Perú. 
 CARRIÓN, Fernando (2002). Seguridad Ciudadana, ¿Espejismo o 
Realidad? Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), 
Quito, Ecuador. 
 CORPORACIÓN LATINOBARÓMETRO (2011). Informe 2011, Santiago de 
Chile. 
 CORPORACIÓN LATINOBARÓMETRO (2012). Informe de Prensa. Latino 
barómetro 1995-2011 Perú. Santiago de Chile. 
 INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO – INPE (2010). Políticas 
Penitenciarias 2010-2011, Lima, Perú. 
 LAGOS, Marta Y DAMMERT, Lucia (2012). La Seguridad Ciudadana. El 
Problema de América Latina, Corporación Latino barómetro Lima, Perú. 
 MINISTERIO DEL INTERIOR (2012). Series Estadísticas 2000-2011. Lima, 
Perú. 
 PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS – PCM. Plan Nacional de 




 PROÉTICA (2012). VII Encuesta Nacional Sobre Percepciones de la 
Corrupción en el Perú 2012, Lima, Perú. 
 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO – 
PNUD. Costa Rica (2006). Venciendo el Temor. Inseguridad ciudadana y 
Desarrollo Humano en Costa Rica. Informe Nacional de Desarrollo Humano 
2005, San José de Costa Rica. 
 CARRASCO DIAZ, Sergio (2005): Metodología de la Investigación 
Científica. Edit. San Marcos 1ra Edic.  Lima Perú. 
 CARRILLO, F.(1998): Cómo Hacer la Tesis y el Trabajo de Investigación  
Universitario. Lima Perú; Editorial Horizonte, 9na. Edición. 
 CHARAJA CUTIPA,  Francisco;  Portillo C. F.(2011): MAPIC en la 
investigación científica. primera edición,  editorial  nuevo mundo,  Puno – 
Perú. 
 ALEGRÍA VARONA, Ciro. Seguridad y Defensa ciudadana en manos de la 
democracia peruana. En Cuestión de Estado Nº 30, 2002. Instituto de 
Diálogo y Propuestas: Lima, 2002.  
 Alegría Varona, Ciro. Documento pata la Defensoría del Pueblo: Lima, Perú. 
2007  
 ARRIAGADA, IRMA. Seguridad ciudadana y violencia en América Latina. 
Revista de la CEPAL Nº 70.  
 APOYO. Seguridad ciudadana. Lima: Instituto APOYO. Enero de 2000  
 APOYO, Opinión y Mercado. Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción de Inseguridad Ciudadana en las ciudades de Lima, Arequipa, 





 ARRAIGADA, Irma y GODOY, Lorena. Seguridad Ciudadana y violencia en 
América Latina. En Revista de la CEPAL Nº 70. 2001  
 BASOMBRÍO, CARLOS. Seguridad Ciudadana y actuación del Estado: 
Análisis de tendencias de opinión pública. Instituto de Defensa Legal: Lima, 
2004  
 BARZELAY, Michael. La nueva gestión pública. Un acercamiento a la 
investigación y al debate de las políticas. Fondo de Cultura Económica. 
Mexico, 2003.  
 BARZELAY, Michael y Cortázar, Juan. Una guía práctica para la 
elaboración de estudios de caso sobre buenas prácticas en Gerencia 
Social. Instituto Interamericano para el Desarrollo Social (INDES). 
Washington DC. 2004  
 CONASEC. Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2007. Lima: MININTER, 
2007  
 CONASEC. Manual para los Comités de Seguridad Ciudadana. Lima: 
MININTER, Octubre de 2006  
 COSTA, Gino y BASOMBRÍO, Carlos. Liderazgo civil en el Ministerio del 
Interior: Testimonio de una experiencia de Reforma policial y gestión 
democrática de la seguridad en el Perú. Instituto de Estudios Peruanos: 
Lima, 2004. 
 Defensoría Del Pueblo. Informe Defensorial Nº 132: ¿Ciudadanos 
desprotegidos?: Estrategias para fortalecer el Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana, Lima, Perú. Enero de 2008. 
 GÓMEZ ROJAS, Claudia. Elementos para la construcción de políticas 




Internacional de participación ciudadana en la prevención del delito y la 
seguridad pública. México, 25- 27 de octubre de 2006  
 Instituto de Defensa Legal. Nuevos enfoques sobre seguridad ciudadana en 
América Latina. Lima: IDL, Mayo de 2006  
 Instituto de Defensa Legal. Perfil del Policía Peruano. IDL, Lima 2004  
 Instituto de Estudios Peruanos. Análisis de las experiencias de la efectiva 
participación ciudadana. Lima 2006  
 Ipsos Apoyo Opinión Y Mercado S. A. Perfiles Zonales de la Gran Lima 
2008  
 LINDBLOM, CHARLES. El proceso de elaboración de Políticas Públicas. 
1991  
 MANZANO, Liliana. Revista Prevención + Comunidad Nº 5, mayo de 2006. 
Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana. Universidad de Chile. 
Santiago. Chile.  
 TOCORNAL, Ximena. Newsletter Nº 12 Instituto de Asuntos Públicos. 
Universidad de Chile. Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana.  
 YÉPEZ DÁVALOS, Enrique (Gral PNP (r)) Seguridad Ciudadana: 14 


































 MATRIZ DE CONSISTENCIA  
TÍTULO: Acciones Estratégicas para Enfrentar la Inseguridad Ciudadana en la Provincia de San Román 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES METODOLOGÍA 
. Problema General 
¿Cuáles son las 
acciones estratégicas 
para enfrentar la 
inseguridad ciudadana 




¿Cómo debe ser el 
enfoque 
intergubernamental de 
los tres niveles de 
gobierno? 
¿Cuáles son los recursos 
que se requieren para 
enfrentar la inseguridad 
ciudadana? 
¿De qué manera debe 
ser el compromiso de los 
organismos y de la 
sociedad en su 
conjunto? 
¿Quiénes deben 
constituir los actores 
principales para 
enfrentar la inseguridad 
ciudadana? 
¿A quiénes se considera 
como los demás actores 
para enfrentar la 
inseguridad ciudadana? 
OBJETIVO GENERAL HIPÓTESIS GENERAL VARIABLE INDEPENDIENTE TIPO    Básica 
NIVEL    Explicativo 
DISEÑO     No experimental  
MÉTODO  
Sintético, Deductivo, Analítico y 
inductivo. 
POBLACIÓN  
Constituida por los pobladores 
de Juliaca 
MUESTRA  








- Guía de entrevista 
-Determinar las acciones 
estratégicas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana en la 
Provincia de San Román. 
 
-Las acciones estratégicas aplicadas son 
efectivas para enfrentar la inseguridad 
ciudadana en la Provincia de San Román. 
 
- Acciones  Estratégicas 
DIMENSIONES 
1.1. Enfoque intergubernamental. 
1.2.- Recursos. 
1.3.- Compromiso de  organismos. 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS HIPÓTESIS ESPECÍFICAS VARIABLE DEPENDIENTE 
- Describir el enfoque 
intergubernamental de cada 
uno de los tres niveles de 
gobierno. 
- Señalar los recursos que se 
requieren para enfrentar la 
inseguridad ciudadana. 
- Describir el compromiso de 
los organismos y de la 
sociedad en su conjunto. 
- Identificar los actores 
principales para enfrentar la 
inseguridad ciudadana. 
- Identificar a los demás 




- El enfoque intergubernamental de los tres 
niveles de gobierno debe ser en armonía con 
los planes locales, regionales y nacionales de 
seguridad ciudadana. 
- Se requieren los recursos económicos, 
logísticos y tecnológicos para enfrentar la 
inseguridad ciudadana. 
- Los organismos públicos y privados 
vinculados a la materia y la sociedad en su 
conjunto, deben asumir el compromiso de 
apoyar y participar activamente en las 
acciones estratégicas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana. 
- El Gobierno Local, Policía Nacional y las 
Juntas Vecinales constituyen los actores 
principales para enfrentar la inseguridad 
ciudadana. 
- El Ministerio Público, los poderes del Estado, 
el Gobierno Regional, Defensoría del Pueblo, 
Rondas Campesinas, Medios de 
Comunicación Social y el Colegio de 
Abogados, son los demás actores para 
enfrentar la inseguridad ciudadana, siendo 
por ello una responsabilidad compartida. 
-Inseguridad Ciudadana 
DIMENSIONES  
2.1.- Actores principales. 





PLAN ESTRATÉGICO 2005 – 2015 DEL COMITÉ DISTRITAL DE 
SEGURIDAD CIUDADANA. 
  
 El crecimiento exponencial de una población, mayoritariamente 
provinciana, originaria de todos los pueblos, regiones y raíces socio – culturales 
del Perú, ha tenido importante consecuencias que el gobierno municipal de 
MPSR reconoce y está enfrentando. La urbanización acelerada sin 
industrialización que se ha tenido, es la causa de la pobreza y la extrema 
pobreza. De otro lado, una población que ha conformado cientos de 
asentamientos humanos, pese a la planificación urbana de los años 70, ha 
terminado creando un distrito desordenado – caótico – en el que falta todo: 
infraestructura, servicios, equipamiento y mobiliario urbano. Pero, tal vez, la 
mayor carencia, es el poco respeto a las normas y una notoria indisciplina.  
La anomia, resultado de una ciudad que ha ido creciendo en un contexto 
de cambio, ha tenido su mayor expresión en asaltos a comerciantes, en las 
bandas de delincuentes, en las pandillas juveniles y en pequeños, pero activos 
grupos, que generan graves problemas de inseguridad. A ello se suma la micro 
comercialización de drogas que amenaza a niños, adolescentes, jóvenes y 
adultos. En realidad, la venta al menudeo de drogas es una amenaza a toda la 
sociedad que es preciso combatir en forma decidida. Sin embargo, pese a este 
diagnóstico descarnado, la mayoría de ciudadanos de Juliaca está 
comprometida con la búsqueda del progreso lo que se manifiesta en el 
fortalecimiento de la inversión de las familias en educación, la vida muy activa 
de entidades que realizan negocios y actividades empresariales; las centenares 
de organizaciones de barrios, además de las organizaciones de la sociedad 
civil, los comedores populares, la organización del vaso de leche así como la 
comisión pro hospital y el comité ampliado pro Universidad Nacional con el fin 
de que el distrito cuente con profesionales y técnicos competentes para trabajar 




destinados al mercado mundial. El capital más importante es su gente que 
tiene un extraordinario espíritu emprendedor.  
La seguridad ciudadana, entonces, es un componente fundamental para 
alcanzar el desarrollo. En ese objetivo se precisa de la participación de todos, 
pues una sociedad que progresa es una sociedad segura. La inseguridad, la 
falta de respeto a las normas, las faltas y los delitos tienen raíces sociales, 
económicas, familiares, culturales, educativas y políticas, que son un freno para 
el desarrollo integral. Es necesario entonces, actuar de acuerdo a un Plan 
Estratégico y a una visión que no reduzca la seguridad a la sola acción 
represiva. Lograr un distrito seguro requiere la convergencia de todos los 
sectores sociales y de todas las instituciones públicas y privadas, y de todos los 
niveles del Estado: gobierno nacional, gobierno municipal provincial y gobierno 
local.  
¿Cuáles son los desafíos? Lograr un distrito ordenado, con niños, 
jóvenes y adultos de elevada conciencia cívica y de fuertes valores éticos que 
nazcan de la conciencia personal y colectiva; un distrito en el que se respeten 
las normas, el ornato, la limpieza y las buenas costumbres; un distrito en el que 
se fortalezcan la voluntad de cambio, la asociatividad, el espíritu emprendedor 
y los valores de nuestra antigua civilización andina expresada en el trabajo 
conjunto, la unión para la colaboración y un espíritu fuerte que crece en la 
adversidad.  
Esta vez en seguridad ciudadana. No tenemos recursos para formar el 
Serenazgo. Sin embargo, tal como señala la Constitución Política, la PNP es la 
responsable de la seguridad ciudadana y el gobierno municipal colabora con 
ella y busca el fortalecimiento de la sociedad civil organizada. La alianza entre 
la PNP, el gobierno municipal y los vecinos organizados en las Juntas 
Vecinales de seguridad ciudadana, es una garantía de éxito para lograr un 
distrito ordenado, seguro, limpio, con amplias áreas verdes y que se proyecta al 




empieza a ser una marca sinónimo de emprendimiento, progreso, seguridad y 
calidad.  
EJES ESTRATÉGICOS PRIORIZADOS  
a) Fortalecimiento institucional del CODISEC   
 Los planteamientos de desarrollo social y económico del distrito y de paz 
social, sólo será posible si todos los que nos encontramos comprometidos con 
la seguridad ciudadana trabajamos por fortalecer e institucionalizar el ente de 
concertación que hemos creado para asumir esta tarea. En su casi dos años de 
existencia hemos dado pasos importantes, el reto ahora es garantizar su 
sostenibilidad y el compromiso de todos los sectores sociales, las empresas 
privadas, las instituciones, las organizaciones políticas y, sobretodo, de la 
ciudadanía.  
 
b) Violencia familiar y social e inseguridad  
 El maltrato contra los niños y niñas y contra la mujer en las familias y la 
violencia callejera, son problemas íntimamente vinculados a la seguridad 
ciudadana, en gran parte el origen de ellas, por lo cual su enfrentamiento 
demanda una estrategia integral y conjunta, en la familia y la comunidad.  
 
c) Prevención de faltas y delitos  
 El crecimiento de la delincuencia y la sensación de inseguridad e 
impunidad generalizados, van generando un sentido colectivo de ―no hay nada 
que hacer‖. Esta sensación puede y debe ser revertida. Vivir en un distrito 
seguro es nuestro derecho y para eso nos organizamos.  
 
d) Secuelas de la violencia política y construcción de una cultura de paz  
 La violencia política que afectó a nuestro país a fines del siglo pasado, 
afectó también a nuestro distrito que fue uno de los mayores focos de 
recepción de desplazados y de acciones de grupos subversivos. El mote de 
―zona roja‖ no le permite a nuestro distrito presentarse plenamente en todas 




motivo de desconfianza; está asociado a este fenómeno la existencia de los 
dos centros de reclusión más grandes del país. Nos corresponde a nosotros 
desarrollar una imagen de distrito próspero y constructor de paz, previniendo la 
aparición de cualquier expresión de violencia que trabe nuestro desarrollo.  
 Actualmente, nuestros esfuerzos están orientados a articular el Plan del 
CODISEC – MPSR al proceso de formulación del plan de desarrollo concertado 
distrital, incorporando el tema como uno de los ejes centrales de dicho plan, ya 
que todos comprendemos que sin seguridad no hay desarrollo local ni nacional. 
MINISTERIO PÚBLICO 
DISTRITO FISCAL DE PUNO  
INCIDENCIA DELICTIVA SEGÚN SEDE  FISCAL  
PERÍODO: 2014 
N° SEDE FISCAL PENAL 
N° DE DELITOS 
REGISTRADOS 
1 SAN ROMÁN 3599 
2 PUNO 3129 
3 AZÁNGARO 798 
4 FISC. ESPECIALIZADAS 643 
5 MELGAR 639 
6 EL COLLAO 620 
7 SANDIA 463 
8 HUANCANÉ 411 
9 LAMPA 402 
10 YUNGUYO 389 
11 CHUCUITO 347 
12 CARABAYA 344 
13 DASAGUADERO 309 













I II III IV 
Reuniones mensuales de CORESEC PUNO Reuniones CORESEC   X X     X   X   X X   
Reuniones extraordinarias del CORESEC PUNO Reuniones CORESEC         X           X   
Continuar con el proyecto "Mejoramiento del Servicio Seguridad Ciudadana en la 
Divisiones Policiales Región Puno" 
Proyecto 
Gobierno Regional Puno 
PNP               
X 
        
Proyecto “Mejoramiento de los Servicios de Emergencia de la XX compañía 
Departamental de Bomberos de la Región Puno 
Proyecto 
Gobierno Regional Puno 
PNP       
X 
                
Proyecto “Mejoramiento de los Servicios de Seguridad Ciudadana Rural en las 
Provincias de mayor Incidencia de Inseguridad Social Región Puno. 
Proyecto 
Gobierno Regional Puno 
PNP         
X 
              
Juramentación e instalación de los Presidentes y miembros de los COPROSEC Y 
CODISEC 
Acto 
Secretaria Técnica del 
CORESEC     
X 
                  
Encuentro regional del CORESEC con los Presidentes de los COPROSEC Y 
CODISEC 
Reunión 
Secretaria Técnica del 
CORESEC             
X 
          
Elaboración del Plan Regional de Seguridad Ciudadana 2014-2018 
Documento 
Secretaria Técnica del 
CORESEC     
X 
                  
Presentación del Plan Regional de Seguridad Ciudadana 2014-2018 ante el CORESEC 
Presentación 
Secretaria Técnica del 
CORESEC     
X 
                  
Aprobación y remisión del Plan Regional de Seguridad Ciudadana 2014-2018 Resolución CORESEC     X                   
Supervisión y Monitoreo del Plan Regional de Seguridad Ciudadana 2014-2018 
Supervisión 
Secretaria Técnica del 
CORESEC           
X 
        
X 
  
Curso de Capacitación para Secretarios Técnicos de los COPROSEC Y CODISEC Curso 
Secretaria Técnica del 
CORESEC         
X 
              
Ejecución del PIP a nivel de Perfil “Fortalecimiento e implementación logística de las 
Comisarias PNP de la Región Puno 
Operación 
Secretaria Técnica del 
CORESEC           
X 
            
Elaboración y Distribución de Afiches y Trípticos sobre Seguridad Ciudadana. 
Afiches Trípticos 
Secretaria Técnica del 
CORESEC         
X 
              
Realización de talleres Descentralizados de Seguridad Ciudadana para ronderos y 
gobernadores. 
3 Talleres 
Secretaria Técnica del 
CORESEC, Defensoría 
del Pueblo       
X 
          
X 










                PLAN  DE  ACTIVIDADES  DE LOS     
  INTEGRANTES  DEL CORESEC  










DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN PUNO 
N° ACTIVIDADES META RESPONSABLE 
CRONOGRAMA 
M A M J J A S A S O N D 
1 




Presidente de CORESEC 
  
X X X X X X X X X     
  
Fortalecer acciones preventivas y promoción de una 
ciudadanía saludable 
  DREP 
        
  




Talleres, coloquios, campañas y sesiones de 
reflexión tutorial en temas de prevención sobre: 
  14 UGEL 
              
  
        
  ° Trabajo infantil   Directores de I.E                         





Ministerio Público                         
  ° Pandillaje Juvenil Defensoría del pueblo                         
  ° Derecho al buen trato Policía nacional                         
  ° Maltrato o acoso entre estudiantes       X X X X X X X X X X 
  ° Prevención del embarazo adolescente                           
  ° Paternidad Responsable                           
2 
° Promoción del cuidado de la salud integral y 
prevención de las enfermedades VIH,SIDA. 
    
          
  
        
    
  ° Prevención de la violencia contra la mujer.                             
  ° Prevención de consumo de drogas                             
  ° Uso adecuado del internet                             
  
° Recomendaciones para una alimentación adecuada 
e higiene sanitaria . 
    
      
  
          
      
  ° Estilo de vida saludable                             
  
2.2. Implementación y ejecución en el plan anual de 
trabajo de los Municipios Escolares actividades 





DREP                         
  14 UGEL                         
  Directores de I.E                         
  Ministerio Público   X                     
  Defensoría del pueblo                         





RELACIÓN DE ACTIVIDADES PROGRAMADAS POR LA OFICINA DEFENSORIAL DE 
PUNO, A SER CONSIDERADAS EN EL PLAN REGIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA  
DE PUNO 2013 
Nro. ACTIVIDADES META 
RESPONSA
BLE 




2 Supervisión Penal Challapalca y Yanamayo 
Marzo, abril, mayo, 





3 Supervisión DEMUNAS Y CEM 





4 Supervisión y Monitoreo de conflictos sociales 
Marzo, abril, mayo, 






Supervisión a las instituciones vinculadas al proceso de 






Campaña de protección itinerante en las provincias de 
Carabaya, El collao, Chucuito y Sandia. 
Marzo, abril, mayo, 






Supervisión del funcionamiento de Comités de 
Seguridad Ciudadana de las Provincias de El Collao - 
Ilave. Yunguyo, Chucuito - Julio, Puno, Huancane, 
Moho, Sandia y Carabaya. 






Supervisión de Neutralidad Electoral en Elecciones 
Regionales y Municipales 2014 






Presentación del Sexto Reporte sobre el cumplimiento 




















PRIMERO SEGUNDO TERCERO CUARTO 
1 
ARTICULACIÓN Y ACTUALIZACIÓN 
DEL MAPA DEL DELITO. Se considera 
el mapa del delito "Articulado". La 
Actualización del mapa del delito será en 
el Primer y tercer Trimestre, el mismo que 
será modificado de acuerdo a la realidad 
delictiva. Para Articulación y actualización 
se contara con información brindada por 
las Comisarias de la juridicción y la 
Gerencia de Seguridad Ciudadana o la 
que haga sus veces. 




1 Articulación y 
Actualización 
0 







FORMULACIÓN Y ARTICULACIÓN DEL 
MAPA DE RIESGO. Se considerá el 
mapa de riesgo "Formulado y Articulado" 
con información brindada por las 
instituciones comprometidas de acuerdo a 
la realidad ( Salud, Educación, Defensa 
Civil, etc). 
Mapa de Zona de 
Riesgo 
1 
1 Articulación y 
Actualización 





CONSULTAS CIUDADANAS DEL PLAN 
DE SEGURIDAD CIUDADANA  
Consulta 
Ciudadanas 





REUNIONES DE COMITÉ DE 
SEGURIDAD CIUDADANA 













Lo plantea cada 
comité 












CAPACITACIÓN DE LOS MIENBROS 




















             Puno 04 de Marzo de 2014. 
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